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Resumen 

Esta investigación se centró en el análisis del diseño de las políticas públicas 

de corte ambiental en México, de manera particular, las del sector forestal y 

de conservación del patrimonio natural a través de las áreas naturales 

protegidas, con la finalidad de explorar oportunidades para generar 

elementos metodológicos que mejoren la toma de decisiones en el diseño de 

las políticas públicas, que den soporte al planteamiento de las mismas, con 

la perspectiva de alcanzar resultados evidentes en el cumplimiento de los 

objetivos para los cuales fueron planteadas. 

Se generó el Índice de Condición Forestal, que emplea como insumos 

datos que describen la dinámica del grado de marginación y de la cobertura 

vegetal en un periodo de 10 años (2000-2010) de las entidades municipales 

del Estado de Michoacán, el cual permitirá proveer de una referencia espacial 

robusta que facilite el diseño de políticas públicas de tipo forestal adecuadas 

a las características y condiciones de cada territorio. 

En el área de las políticas de conservación del patrimonio natural, se 

analizó el proceso de decreto de la Reserva de la Biosfera Zicuirán-Infiernillo 

en el marco de la participación de los habitantes y usuarios de la población 

local y los resultados en el fortalecimiento de la gobernanza ambiental para 

la construcción de una política pública. 

La discusión final se centra en el planteamiento de la necesidad 

fundamental de establecer elementos teóricos para el diseño de políticas 



9 

 

públicas en materia ambiental. El ICF representa un parámetro que puede 

aportar con el fin de mejorar las políticas públicas en materia forestal. 

La evidencia mostrada en el fortalecimiento de la gobernanza 

ambiental para el establecimiento de un área natural protegida refleja de 

manera clara que la construcción de la política con la participación de los 

habitantes garantiza darle el carácter de pública a la política y da una 

importante aportación para el éxito de la misma. En general se demostró que 

para alcanzar el éxito de las políticas públicas en materia ambiental en 

México es necesario considerar, desarrollar e implementar metodologías que 

apoyen la fase de diseño de las políticas públicas como la base para lograr la 

eficiencia de las políticas y en consecuencia alcanzar los objetivos y metas del 

manejo de los recursos naturales en el país. 
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Abstract 

This research focused on the analysis of the design of public environmental 

policies in Mexico, particularly those of the forestry sector and the 

conservation of natural heritage through protected natural areas, in order to 

explore opportunities to generate methodologies that improve decision-

making in the design of public policies, which support their approach, with 

the perspective of achieving evident results in meeting the objectives for 

which they were proposed. The Forest Condition Index was generated, 

which uses data as inputs that describe the dynamics of the degree of 

marginalization and vegetation cover in a period of 10 years (2000-2010) of 

the municipal entities of the State of Michoacán, which will allow to provide 

a robust spatial reference that facilitates the design of forest-type public 

policies appropriate for the characteristics and conditions of each territory. 

In the area of natural heritage conservation policies, the decree process of the 

Zicuirán-Infiernillo Biosphere Reserve was analyzed within the framework 

of the participation of the inhabitants and users of the local population, as 

well as the results in the strengthening of the environmental governance for 

the construction of a public policy. The final discussion focuses on the 

statement of the fundamental need to establish theoretical elements for the 

design of public policies on environmental matters. The ICF represents a 

parameter that can contribute in order to improve public policies on forestry. 

The evidence shown in the strengthening of environmental governance for 

the establishment of a protected natural area clearly reflects that the 
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construction of the policy with the participation of the inhabitants guarantees 

to give the policy a public character and offers an important contribution to 

its success. In general, it was shown that in order to achieve the success of 

public policies on environmental matters in Mexico, it is necessary to 

consider developing and implementing methodologies that support the 

design phase of public policies as the basis for achieving their efficiency and 

consequently achieving the objectives and goals of the management of 

natural resources in the country. 
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I. Orientación del problema de 

investigación 
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El enfoque de esta investigación se centra en el análisis del diseño tradicional 

de las políticas públicas en México; de manera particular, en las del sector 

forestal y de conservación del patrimonio natural a través de áreas naturales 

protegidas. Esto con la finalidad de explorar oportunidades para generar 

elementos metodológicos que mejoren la toma de decisiones en el diseño de 

las políticas públicas antes mencionadas, y para mejorar su eficiencia y 

desempeño en el cumplimiento de los objetivos para los cuales fueron 

planteadas. 

En la actualidad, los procesos de elaboración y planificación de 

políticas públicas en materia de medio ambiente han sido poco estudiados y 

su desarrollo teórico es escaso (Pajares, 2008). Estudios previos (Lerda et al., 

2003; Vázquez, 2015; Brenner, 2018) señalan que existe una creciente falta de 

efectividad de dichas políticas, así como una deficiencia en su construcción. 

Estas deficiencias fueron identificadas por Arias y colaboradores (2013) en un 

análisis sobre el ciclo de las políticas públicas para el desarrollo del Estado 

de Michoacán de Ocampo entre los años 2003 y 2010. Ellos señalan que la 

forma en que se desarrollaron las etapas del ciclo de las políticas públicas lo 

afectaron de manera negativa. Por otro lado, Vázquez (2015) identifica, entre 

otros problemas, que inciden en las deficiencias de las políticas públicas para 

el sector forestal en México, la falta de precisión en el diagnóstico y la 

incongruencia entre objetivos y asignación presupuestal; ya que se privilegia 

a la reforestación y a las plantaciones comerciales por encima del manejo 

forestal comunitario. 

En materia de conservación, una de las principales estrategias 

implementadas en México son las áreas naturales protegidas, política pública 
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en donde históricamente se han evidenciado fuertes carencias y huecos en la 

incorporación de los dueños y propietarios de la tierra en la toma de 

decisiones para el decreto de estas áreas; esto es, no se propicia la gobernanza 

desde el diseño de la política pública. 

Dados los hallazgos antes descritos, planteo, como objetivo central de 

este estudio, analizar experiencias nacionales y locales sobre el diseño de 

políticas públicas para el manejo de recursos forestales y para el 

establecimiento de áreas naturales protegidas, bajo el esquema actual de 

gestión, con el propósito de aportar elementos que permitan asegurar la 

pertinencia y efectividad de estas políticas en el contexto de la tradición y del 

arquetipo institucional mexicanos. 

La disertación está organizada en un primer capítulo o marco teórico 

que da origen a dos capítulos centrales y a una discusión general. El segundo 

capítulo se centra en desarrollar un marco metodológico que permita proveer 

de una referencia espacial concisa que facilite el diseño de políticas públicas 

de tipo forestal adecuadas para cada territorio. Para tal fin, se desarrolló un 

índice que usa como insumos datos que describen la dinámica del grado de 

marginación y de la cobertura vegetal en un periodo de 10 años (2000-2010) 

de las entidades municipales del Estado de Michoacán. En el tercer capítulo 

se describe el proceso metodológico que llevó al decreto de la Reserva de la 

Biosfera Zicuirán-Infiernillo en el Estado de Michoacán, como marco de 

referencia del uso de la gobernanza ambiental como base del diseño de la 

política pública en materia de conservación. El cuarto y último capítulo 

corresponde a la discusión general en la que se hace una reflexión a la luz de 

los resultados de esta disertación y su contexto con respecto a las nuevas 
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tendencias presentes ante los ajustes y cambios del sector ambiental en 

México. 

En el desarrollo del presente trabajo y para dar cumplimiento al objetivo 

general planteado se contestarán las siguientes preguntas: 

1. ¿Cuáles con los elementos que caracterizan la tradición en la 

construcción de las políticas públicas en México? 

2. ¿Cuáles son algunos de los factores que inciden en las 

deficiencias de las políticas públicas del sector forestal y para la 

conservación del patrimonio natural? 

3. ¿Qué elementos pueden favorecer el diseño de las políticas 

públicas en materia forestal y de conservación del patrimonio 

natural, para aumentar su efectividad y el cumplimiento de sus 

objetivos? 

 

Las políticas públicas 

Aguilar (2010) discute distintas acepciones que se pueden encontrar en torno 

al concepto de política pública, entre las que destacan: a) conjunto (secuencia, 

sistema o ciclo) de acciones estructuradas en modo intencional y causal, que 

se orientan a cumplir objetivos considerados de valor para la sociedad o a 

resolver problemas cuya solución es considerada de interés o beneficio 

público; b) acciones cuya intencionalidad y causalidad han sido definidas 

por la interlocución que ha tenido lugar entre el gobierno y los sectores de la 

ciudadanía; c) acciones que han sido decididas por autoridades públicas 

legítimas; d) acciones que son ejecutadas por actores gubernamentales o por 

éstos en asociación con otros actores sociales (económicos, civiles, etc.); y e) 
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acciones que dan origen o forman un patrón de comportamiento del 

gobierno y la sociedad. En este sentido, May (2018) señala que las políticas 

públicas son representadas por diversos instrumentos como las leyes, los 

decretos, las normas y otras acciones que ejecuta el gobierno a través de sus 

instituciones y órganos no gubernamentales. 

La gran mayoría de las definiciones planteadas por algunos autores 

contemporáneos en cuanto a las políticas públicas, tienen en común los 

siguientes elementos: a) se enfocan en resolver problemas públicos acotados 

(Nateras, 2006); b) precisan la necesaria participación del Estado como 

ejecutor de acciones, planes y programas o en la toma de decisiones de no 

intervención en alguna situación en particular (Aguilar, 2012); y c) requieren 

la participación de la sociedad en la identificación de problemas y 

construcción de las soluciones (Cabrero, 2000; Jaime et al., 2013). 

Por su parte, Velásquez (2009) describe a la política pública como “un 

proceso integrador de decisiones, acciones, inacciones, acuerdos e 

instrumentos, alentado por las autoridades con la participación eventual de 

los particulares y encaminado a solucionar o prevenir una situación definida 

como problemática” (p.156). No obstante, las similitudes de la definición de 

Velásquez con otros autores, se destaca que él no establece la participación 

de la sociedad (o particulares) como un elemento de carácter necesario y 

obligatorio. Esto coincide con la posición de diversos autores de los años 

setenta y ochenta del siglo pasado, que caracterizaban a las políticas públicas 

como intervenciones del gobierno sin establecer a la participación ciudadana 

como elemento imprescindible o fundamental (Mény y Thoening, 1989; Dye, 

1972; Anderson, 1990). 
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Las políticas públicas, por tanto, no son decisiones aisladas o coyunturales; 

son un sistema correlacionado, planeado y racional de decisiones que se 

toman y estructuran en el ámbito gubernamental con una intención inicial, y 

que derivan en acciones específicas que se justifican únicamente en la medida 

en que contribuyan al bien común y/o a la consolidación de ese espacio 

público (Merino, 2008). Si bien, las políticas públicas son instrumentos de 

gestión del Estado, estas deben contar con una planeación juiciosa y han de 

responder a una necesidad vigente. 

 

El ciclo de las políticas públicas 

De acuerdo con Jones (1970), el proceso o ciclo de las políticas públicas 

comprende cinco etapas: 

 

 

Figura 1. Etapas del Ciclo de Políticas Públicas. Adaptado de Tamayo (1997, p. 282). 

  

Formulación de 

alternativas 
2

Implantación de la 

alternativa 
4 

Evaluación de los 

resultados 
5 

Adopción de 

una alternativa 
3 

Identificación y definición 

del problema 
1 
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(i) Definición del problema 

La definición del problema es la primera fase del ciclo de las políticas 

públicas. Los problemas son aquellas situaciones que afectan negativamente 

a ciertos actores y los convierten en socialmente relevantes. El problema 

puede ser identificado también en algún ámbito administrativo (Jaime et al. 

2013). Los problemas implican percepciones, y las percepciones implican 

construcciones; la principal característica de los problemas en las políticas 

públicas, a diferencia de otro tipo de problema, es que su definición no es 

precisa (Parsons, 2007) y aluden a un alto nivel de incertidumbre. Por 

ejemplo, ¿cuál es el problema?, ¿cuáles son sus dimensiones?, ¿cuáles son las 

causas del problema?, ¿a quién afecta? y ¿en qué medida? 

La importancia de esta fase radica en que la adecuada caracterización 

de los problemas públicos definirá los rasgos esenciales de las políticas 

públicas que plantearán su solución. Una definición inadecuada del 

problema representa el primer paso para un posible fracaso de una política 

pública. De acuerdo con Hogwood y Gunn (2018), las políticas públicas son 

ineficaces no porque se implementan mal, sino porque están mal definidas y 

basadas en una comprensión inadecuada del problema a resolver. 

 

(ii) Integración de la agenda 

Esta segunda fase se refiere a la integración de la agenda del gobierno. Es el 

momento en el que las instituciones públicas no sólo identifican y reconocen 

la existencia de un problema público, sino que, además, aceptan que ese 

asunto se encuentra dentro de su ámbito de competencia (Arias, 2019). 
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Para la integración de la agenda pública es necesario identificar de 

manera muy precisa las situaciones que los grupos sociales y políticos 

consideraron que eran problemas de interés público y que se les determinó 

de alta prioridad, lo que determinó que se colocasen en la agenda y fuesen 

motivo de la formulación de una política pública (Aguilar, 2010). 

La existencia de un problema público no es condición suficiente para 

que el gobierno decida intervenir sobre él. El volumen total de los problemas 

que preocupan a la sociedad es más amplio que el de los problemas que 

reciben atención por parte del gobierno (Tamayo, 1997). Dependiendo de la 

adecuada definición del problema, este logra entrar en una fase de disipación 

o incubación dentro de la agenda institucional o del gobierno (Jones, 1970 

citado por Arias, 2019), mientras que el resto de los problemas identificados 

y que son de interés para la sociedad, aunque probablemente no son 

atendidos por el gobierno, integran la agenda sistémica (Arias, 2019). 

El hecho de que un asunto que conforma la agenda sistémica se 

incorpore a la agenda de gobierno o institucional depende de los siguientes 

factores (Tamayo, 1997): a) el poder y la capacidad de presión de los grupos 

de interés; b) los sesgos culturales; c) el peso de la tradición; d) las actitudes 

y los valores de los servidores públicos; e) los medios de comunicación; f) la 

competencia política; y g) el deseo de crecer de las organizaciones públicas 

involucradas. 

Entre los diversos factores que el gobierno considera para incluir un 

problema público en su agenda, uno fundamental es la restricción de 

recursos de toda índole: fiscal, humana, legal, tecnológica, moral, política u 

organizacional. Lo cual significa que, si una situación es percibida como un 
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problema, pero no coincide con las posibles respuestas o alternativas que el 

gobierno puede ofrecer para su solución, no tendrá oportunidad de llamar 

su atención (Jaime et al. 2013). 

 

(iii) Formulación de alternativas y toma de decisión (Diseño) 

En términos generales, esta tercera fase corresponde al establecimiento de las 

metas y objetivos a alcanzar; a la identificación de los distintos cursos de 

acción y la construcción de escenarios prospectivos que indiquen los 

horizontes de factibilidad y las consecuencias probables de cada una de las 

opciones identificadas para la resolución de los problemas (Jaime et al. 2013). 

Después del proceso de identificación se toma la decisión mediante la 

selección de alguna de las alternativas o la combinación de varias. 

Jaime y colaboradores (2013) señalan que las opciones que toma en 

cuenta el decisor no son todas y ni siquiera las mejores opciones sino solo 

aquellas alternativas que difieren muy poco de las políticas llevadas a cabo 

con anterioridad. Ello se debe a que cuanto más se aleje una alternativa de 

las políticas conocidas, la anticipación de sus consecuencias e impactos 

(costos y beneficios) resulta más complicada; además, deben considerar 

criterios como la legalidad, la racionalidad económica, la factibilidad 

organizacional y, por último, la viabilidad política. 

De acuerdo con las características básicas establecidas por Stein y 

Tomassi (2006) para las políticas públicas, uno de los ejes fundamentales para 

el adecuado diseño debería ser el diálogo e interacción de los representantes 

del gobierno con la sociedad o el encuentro de la racionalidad estatal con la 
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voluntad social (Cabrero, 2000). Este acercamiento es lo que posibilita que el 

producto generado se denomine política pública. 

Cabrero (2000) establece que, en el sistema mexicano, la formulación y 

toma decisiones, denominado también diseño de políticas públicas, es muy 

poco permeable y casi hermético; este se convierte en una especie de secreto 

de Estado hasta que es dado a conocer al público, momento que es casi 

siempre irreversible. En este estilo mexicano de diseño de políticas públicas, 

el problema es que prácticamente los únicos grupos de expertos que 

participan son los gubernamentales y en ocasiones, de consultores privados. 

Instituciones académicas y organismos no gubernamentales están 

prácticamente fuera del proceso y solo se les invita a opinar ante un 

programa de trabajo ya definido. 

 

(iv) Implementación de la decisión 

La implementación de las decisiones (consecuencia del diseño de las políticas 

públicas) es el conjunto de acciones y comportamientos que permiten 

transformar las intenciones u objetivos de las políticas públicas en productos, 

resultados e impactos observables. La implementación no puede ser 

concebida sólo como un momento, sino que debe ser entendida como un 

proceso complejo, a través del cual los diversos actores involucrados ponen 

en marcha las acciones, estrategias y programas que integran las políticas 

públicas (Jaime et al. 2013). Cuanto mayor sea el rango de participación de 

actores en la ejecución de acciones, la complejidad de su implementación 

aumenta (Pardo et al. 2018). La implementación es denominada por Revuelta 
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(2007) como el “eslabón perdido” ya que se considera como un momento, un 

proceso, a través del cual una política puede ser influenciada por diversas 

variables independientes (actores y factores) que pueden apoyar, alterar u 

obstruir el cumplimiento de los objetivos originales. 

Resulta fundamental relacionar de manera coherente la etapa de 

implementación con la de diseño (Pardo et al. 2018), ya que la probabilidad 

de generar un resultado exitoso aumentará si durante la etapa del diseño de 

la política pública se reflexiona sobre los posibles problemas de la 

implementación (Hogwood y Gunn, 2018). La fase de implementación de 

políticas públicas inicia con la ejecución de acciones, estrategias o programas 

a desarrollar, y concluye cuando la enunciación de la política (programas, 

regulaciones y actividades) es abandonada, finalizada o transformada, por lo 

que es claro que la implementación tiene un inicio bien definido pero un final 

difuso (Jaime et al. 2013). 

Como parte de la implementación, el gobierno debe asignar recursos 

públicos para el desarrollo de los programas y acciones definidos y los 

resultados de su aplicación deberían verse reflejados en la calidad de vida de 

los ciudadanos, a través del mejoramiento de al menos algunos de los 

indicadores usados para medir esta variable (ingreso per cápita, migración, 

empleo, etc.). 

Hogwood y Gunn (2018) establecen una serie de condiciones que 

deberían cumplirse para que la implementación de una política pública sea 

exitosa: a) que las circunstancias externas a la agencia implementadora no 

impongan restricciones paralizantes; b) que se pongan a disposición del 

programa los recursos necesarios en los tiempos adecuados; c) que la 
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combinación de recursos que se requiere efectivamente esté disponible; d) 

que la política pública a implementar se base en una teoría válida de causa y 

efecto; e) que la relación entre causa y efecto sea directa y que los vínculos 

intermedios sean pocos, si los hay; f) que se comprendan los objetivos y haya 

acuerdo sobre ellos; g) que las tareas se especifiquen plenamente en el orden 

directo; h) que haya comunicación y coordinación perfectas; e i) que los que 

tengan la autoridad puedan exigir y obtener un cumplimiento perfecto. 

Consideran que dadas las limitadas posibilidades de que estas condiciones 

se cumplan en su conjunto, difícilmente se alcanzará la implementación ideal 

de las políticas públicas. 

 

(v) Evaluación 

La evaluación es una actividad que procura abrir juicios con respecto a los 

productos, resultados e impactos de las políticas públicas, por lo que la 

búsqueda de técnicas y metodologías dirigidas a introducir mejor 

fundamentación a las argumentaciones en torno a las políticas públicas y a 

la valoración de sus resultados y efectos, se ha convertido en las últimas 

décadas en una de las preocupaciones centrales del análisis de políticas 

(Jaime et al. 2013). La última fase del ciclo de las políticas públicas es la 

evaluación; sin embargo, se considera que éste debe ser un proceso continuo 

(Lahera, 2002). Si el proceso de las políticas públicas es cíclico, entonces la 

evaluación se realiza al final del ciclo y al inicio de este (Tamayo, 1997). 

La fase de evaluación tiene un peso tan importante como las anteriores 

por las siguientes razones: a) permite conocer de manera oportuna el camino 
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seguido por las políticas, mediante el uso de indicadores y así, enmendar 

rumbos o hacer los cambios que correspondan; b) incorpora la rendición de 

cuentas sobre el cumplimiento de las metas, con respecto a aspectos 

cualitativos y cuantitativos, costos y cumplimiento del programa; y c) aporta 

aprendizaje y mejoramiento sucesivo de la calidad de políticas (Ortegón, 

2008). 

 

El modelo mexicano de políticas públicas 

México cuenta con un sistema político basado en políticas públicas realizadas 

por usos y costumbres, inestables condiciones institucionales de 

organización y una escasa incorporación de los actores sociales, careciendo 

de expertos capacitados para llevar a cabo el proceso que integra la 

instrumentación de la política pública, como el diagnóstico, diseño, la 

implementación y evaluación con responsabilidad y profesionalismo, 

permitiendo que las camarillas se establezcan como los principales actores 

(Cuellar et al., 2015). 

Actualmente se reconoce que la política pública de México es una 

adaptación de recomendaciones internacionales. Su diseño e 

implementación se vuelve complejo, dado que las directrices que abarcan el 

total de las acciones específicas y estrategias se deben establecer en el Plan 

Nacional de Desarrollo (PND), considerando las recomendaciones de 

organismos internacionales o expertos en política pública. La 

implementación de estas políticas opera de manera desarticulada, ya que no 
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existe compatibilidad entre los proyectos desarrollados por los diferentes 

órdenes de gobierno. Cejudo y Michel (2016) argumentan que la manera en 

la que los gobiernos operan cotidianamente no propicia la coherencia entre 

las políticas. Tampoco existe un sistema de planeación por nivel y entre 

niveles que permita identificar las necesidades de cada zona geográfica del 

país, partiendo de las características físicas, biológicas, geográficas y 

culturales propias de cada región. Esta fase se ha manejado como un 

monopolio del estado, lo cual desde el punto de vista de Cabrero (2000), 

originó el engrosamiento de la burocracia en el gobierno y la creación de 

nuevas dependencias y entidades. 

Además de la falta de coherencia, otro de los problemas de las políticas 

públicas mexicanas es la fragmentación o sectorización de las acciones del 

gobierno, lo que puede deberse a la estructura institucional y administrativa 

del mismo, al diseño estándar y a la falta de evaluación de las políticas 

públicas; esto afecta la eficacia y la calidad de la dirección gubernamental, ya 

que numerosos problemas sociales quedan sin resolver y se agravan si el 

gobierno no los aborda de forma integrada (Aguilar, 2011). 

En ese sentido, Aguilar y Lima (2009) establecen que la práctica de la 

política es asunto de corto plazo, donde resolver lo inmediato es lo 

imperativo. Lo anterior, se refleja en la relativa operatividad de los proyectos 

y programas implementados por el gobierno, debido a que éstos son 

desarrollados como modelo para todo el país, con la finalidad de dar 

solución inmediata a problemas que en muchos de los casos son conflictos 

sociales y/o políticos. De manera práctica un modelo homogéneo no resulta 
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funcional, debido a las diferencias antes mencionadas con respecto al 

territorio nacional. 

 

Políticas públicas ambientales en México 

La política ambiental mexicana arranca con más formalidad en los años 

ochenta con la aparición de la Ley Federal de Protección al Ambiente y, en 

consecuencia, la creación de la Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología 

(SEDUE); así mismo, se dieron importantes cambios legislativos hacia la 

expansión del papel del Estado en la protección ambiental y la inclusión de 

nuevos temas ambientales en la agenda. Ya en 1987, se elevaba a rango 

constitucional la obligación de restaurar y preservar el equilibrio ecológico, 

y se facultaba al Congreso de la Unión para legislar en la materia en todos 

los órdenes de gobierno. Estas reformas enmarcaron la publicación de la 

“Ley General del Equilibrio Ecológico y Protección Ambiental” (LEGEEPA) 

un año después (INECC, 2007). 

López-Vallejo (2014) concluye que, en el año de 1993, la firma del 

Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN), tuvo una 

incidencia importante para la reconfiguración de la política ambiental en 

México la cual, hasta esa fecha tenía una concepción incipiente y se trataba 

de la ejecución de esfuerzos domésticos, nada comparados con los esfuerzos 

internacionales que para esa fecha ya se desarrollaban. 

Según Micheli (2002), en los años noventa la participación de México 

en materia ambiental se alineó a la postura de los países desarrollados que 
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proponían instrumentos para la protección y vigilancia ambiental, debido a 

la firma del TLCAN. En 1996 se da un giro a lo desarrollado hasta ese 

momento con la publicación de una sustancial modificación de la LEGEEPA, 

en donde ya se incluye el concepto de “desarrollo sustentable” y amplía su 

rango de acción a temas como la protección del aire y la biodiversidad, y a la 

implementación de políticas públicas más participativas. Destaca que esta 

modificación dio origen en 1996 a la Secretaría de Medio Ambiente, Recursos 

Naturales y Pesca (SEMARNAP) y a las Normas Oficiales (NOM) en materia 

ambiental. A su vez, se fortalecieron instancias como la Procuraduría Federal 

para la Protección al Ambiente (PROFEPA) y la Comisión Nacional para el 

Conocimiento y Uso de la Biodiversidad (CONABIO) (López-Vallejo, 2014). 

A finales del año 2000, la SEMARNAP fue reestructurada, separándose el 

sector Pesca de la institución, lo que implicó el cambio de nombre por 

“Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales” (SEMARNAT). 

La política ambiental en México hoy en día es operada en el marco de 

las 17 leyes existentes a nivel federal en la materia (SEMARNAT, 2015), las 

cuales son la referencia para la operación de las legislaciones estatales. A 

nivel municipal, las acciones son determinadas por lo establecido en las 

legislaciones federales y estatales y en algunos casos, los municipios emiten 

reglamentos como norma jurídica para encausar las acciones que por 

voluntad ese nivel de gobierno ejecutará. 

La agenda ambiental en México se construye con base en los diversos 

diagnósticos e informes que se han realizado por parte del propio gobierno 

mexicano, como el “Informe de la Situación del Medio Ambiente en México” 

(SEMARNAT, 2013) y “La Gestión Ambiental en México” (SEMARNAT, 

javascript:picked('../../instit/semarnat.html')
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2006), documentos construidos con indicadores e información generada por 

las propias dependencias de gobierno. Existen otros diagnósticos como “La 

diversidad biológica de México” (CONABIO, 1998) y “Capital Natural de 

México” (CONABIO, 2008) que son planeados y elaborados entre el 

gobierno, sector académico y organizaciones de la sociedad civil. Estos 

diagnósticos, en algunos casos demandas de la sociedad civil en temas y 

sitios en específico, integran la base para la construcción de “Programas 

Sectoriales en Materia de Medio Ambiente 2007-2012 y 2013-2018” 

(SEMARNAT 2007; 2013) planteados en este siglo. En estos documentos, el 

gobierno plantea a través de líneas estratégicas y objetivos concretos, las 

acciones a realizar para resolver o disminuir la problemática ambiental en 

México. 

Para el caso específico de las políticas públicas de corte ambiental, los 

resultados de la implementación y la aplicación de los recursos económicos 

que el gobierno destina deberían evidenciarse directamente en el 

mejoramiento de las condiciones de los recursos naturales, en la eliminación 

de los factores que propician su pérdida, o al menos, en la estabilización de 

las tasas de pérdida. Lo anterior, como uno de los indicadores que pueden 

ser usados para la medición de resultados y de la efectividad de las políticas 

públicas. 

Algunos casos de evaluación de políticas públicas en materia de medio 

ambiente se documentan sobre el manejo del agua por Carabias y 

colaboradores (2005) y en el tema forestal, por el análisis que realiza Merino 

en “Conservación o deterioro: el impacto de las políticas públicas en las 
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instituciones comunitarias y en los usos de los bosques en México” (2004). 

Otro estudio es “Política y subsidios forestales en México” (Zúñiga y 

Deschamps, 2013) y la evaluación más reciente “Doce años de política 

forestal en México. Diagnóstico, congruencia y logros” (Vázquez, 2015).1 

Ante los cambios de régimen que experimenta México, se destacan las 

iniciativas que abordan el tema de las políticas públicas ambientales. La 

primera corresponde a la “Agenda Ambiental 2018, Diagnóstico y 

Propuestas” (Merino y Velázquez, 2018), ejercicio colegiado de 40 

investigadores y diversas organizaciones no gubernamentales, quienes 

apuntaron cinco grandes ejes de atención que deberían ser la base del diseño 

de la emergente política pública ambiental: i) La marcada concentración de 

capacidades y recursos; ii) la ausencia o insuficiencia de participación 

ciudadana; iii) La insuficiencia, incluso ausencia de información pertinente 

sobre las condiciones de los sistemas naturales y sobre los impactos de las 

actividades productivas; iv) la sectorización, falta de transversalidad, 

carácter secundario y postergable de los problemas ambientales en la política 

pública, su subordinación y sacrificio frente a la política económica con 

visión de corto plazo; y (v) la marcada desigualdad en el acceso a beneficios 

y carga de los costos ambientales, imperante en el tratamiento de los 

 

1 Otros documentos que sirven de referencia para el análisis de la política forestal en México en los años 

recientes son los publicados por el Consejo Civil Mexicano para la Silvicultura Sostenible A.C (CCMSS): 

“Subsidios Forestales sin Rumbo. Apuntes para una política forestal en favor de las comunidades y sus 

bosques” (Deschamps y Madrid, 2018) y “Análisis de las reglas de Operación del Programa: Apoyos para 

el Desarrollo Forestal” (Cravioto, 2019). 
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problemas ambientales. La segunda es la propuesta estructurada por 

organizaciones ambientales: “Agenda ambiental común 2019-2024” (CeIBA, 

2019), la cual considera nueve puntos con las temáticas que desde su 

perspectiva deberían atenderse por el gobierno actual, entre ellos: agua, 

agricultura y suelos, biodiversidad, bosques, costas, mares e islas, energía, 

megaproyectos, materiales y residuos, y fortalecimiento institucional. 

Estos ejes de atención como focos de la política pública ambiental son 

compartidos en general con otras iniciativas y complementarios con aquellas 

derivadas de organizaciones no gubernamentales. Es el caso del documento 

generado por 27 organizaciones de la sociedad civil, representadas por 52 

actores del sector ambiental del Estado de Oaxaca (CCSM, 2019). Estos y 

otros muchos actores dejaron ver las preocupaciones de la integración de la 

agenda ambiental vigente. 
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II. Implementación del Índice 

de Condición Forestal como 

insumo para el diseño de 

políticas públicas en México 
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De acuerdo con Aguilar (2009:14), las políticas públicas (PP) se definen como 

“un conjunto (secuencia, sistema, ciclo) de acciones, estructuradas en modo 

intencional y causal, que se orientan a realizar objetivos considerados de 

valor para la sociedad o a resolver problemas cuya solución es considerada 

de interés o beneficio público” y que dan origen o forman un patrón de 

comportamiento del gobierno y la sociedad. Las PP no son decisiones aisladas 

o coyunturales, son un sistema correlacionado, planeado, y por tanto 

racional, de decisiones que se toman y estructuran en el ámbito 

gubernamental con una intención inicial y que dan lugar a acciones 

específicas que se justifican únicamente en la medida en que contribuyan al 

bien común y/o a la consolidación de ese espacio público (Merino, 2008). 

El proceso de diseño de las PP tiene una fuerte incidencia en las 

probabilidades de éxito en la implementación y obtención de resultados. Uno 

de los ejes fundamentales para el adecuado diseño de las PP es el diálogo e 

interacción de los representantes del gobierno con la sociedad para la 

definición de los problemas públicos, lo que Cabrero (2000) llama “el 

encuentro de la racionalidad estatal con la voluntad social”. En general en 

México las PP se formulan sin este “encuentro” y se apegan a acuerdos entre 

las esferas políticas.2 En consecuencia resultan inciertas, ineficientes e 

ineficaces (Lindblom, 1991; Cabrero, 2000). Por su parte, Cejudo y Michel 

(2014) apuntan, además, que la manera como los gobiernos de los tres niveles 

 

2  En virtud de la falta de socialización de las políticas en la etapa de diseño en el modelo mexicano se 

considera que se trata de políticas gubernamentales, aspecto que va más allá de los objetivos de este trabajo. 
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operan cotidianamente no propicia la coherencia entre las PP y que no existe 

un sistema de planeación transversal entre cada ámbito o sector de gobierno, 

ni vertical entre los diferentes órdenes, que permita identificar las 

necesidades de cada región. 

El modelo ideal sugiere que el diseño de las PP debe partir de estudios 

de línea base que evalúen de manera rigurosa la condición (social, económica 

y ambiental) de cada zona e identifiquen los principales problemas a resolver 

(Todtling y Tippl, 2005 y Ohemeng, 2010), tanto los de corto como los de 

largo plazo (Aguilar y Lima 2009). 

Ya en la fase de implementación, las PP se ponen en marcha a través de 

programas de acción con financiamiento gubernamental, proveniente del 

erario, dirigidos a un sector de la sociedad o a un espacio geográfico 

específico (Meny y Thoening, 1992). Los resultados de su aplicación deben 

verse reflejados en la solución de los problemas planteados por la sociedad, 

preferentemente elevando la calidad de vida de los ciudadanos a través del 

mejoramiento de al menos algunos de los indicadores usados para medir esta 

variable (v. gr., mayor ingreso, menor migración, mejor empleo, entre otros). 

Lo anterior bajo el supuesto de un adecuado análisis y entendimiento de los 

problemas públicos que llevaron a la óptima construcción de tales PP. 

Para el caso de las PP de corte ambiental, los resultados de la aplicación 

de los recursos económicos que el gobierno invierte deberían dar resultados 

notorios tanto en lo que corresponde al mejoramiento de las condiciones de 

los recursos naturales (y en la eliminación de los factores que propician su 

deterioro) como con respecto a una mejor calidad de vida de los habitantes. 
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Las PP de corte ambiental en México son diseñadas y operadas en el marco 

de 17 leyes del orden federal que le aplican (http://www.semarnat.gob.mx/ 

leyes-y-normas/leyes-federales). A nivel municipal las acciones están 

determinadas por lo establecido en las legislaciones federales y estatales; en 

algunos casos los municipios emiten reglamentos como norma jurídica para 

encauzar sus acciones. En el ámbito forestal federal, específicamente, la 

política queda establecida por la Ley General de Desarrollo Forestal 

Sustentable que define la vegetación forestal como “el conjunto de plantas y 

hongos que crecen y se desarrollan en forma natural, formando bosques, 

selvas, zonas áridas y semiáridas, y otros ecosistemas, dando lugar al 

desarrollo y convivencia equilibrada de otros recursos y procesos naturales”. 

En México, el análisis de las políticas públicas se ha enfocado 

principalmente en las etapas de implementación y de desempeño con base 

en resultados. Ejemplos de esto son la evaluación del programa 

Oportunidades (Yaschine et al., 2012) y el análisis de la calidad en la 

educación superior en México (Castillo, 2012). Las evaluaciones de las PP de 

corte ambiental han abordado temas como el manejo del agua (Carabias y 

Landa, 2005), el manejo forestal (Merino, 2004), el manejo forestal 

comunitario (Zúñiga y Deschamps, 2013) y las acciones de conservación en 

áreas naturales protegidas (Figueroa y Sánchez-Cordero, 2008). Por su parte, 

el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social 

(CONEVAL) ha realizado en diferentes años evaluaciones de desempeño de la 

política forestal. Estas evaluaciones se llevaron a cabo tomando como base 

los propios indicadores establecidos por las dependencias para la operación 
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de los programas. Existen también evaluaciones externas, contratadas por el 

Gobierno Federal, para algunos de sus programas, como las realizadas por 

la Universidad de Chapingo (2011 y 2013). 

La Auditoría Superior de la Federación fiscaliza los programas 

federales, y entre una de sus modalidades se hallan las evaluaciones de 

políticas públicas que valoran la pertinencia de la acción gubernamental para 

abordar un problema de interés nacional y su efectividad para alcanzar los 

objetivos propuestos.3 No obstante lo anterior, la revisión de la literatura 

demuestra que en México se carece de estudios que analicen de manera 

específica la fase de diseño de las PP en materia ambiental y en particular en 

materia forestal. 

Con la finalidad de contribuir al diseño de las políticas públicas en 

materia forestal, en este trabajo se argumenta que la heterogeneidad propia 

del contexto mexicano (social, económico y ambiental) repercute de manera 

significativa en la eficiencia de las PP para dicho sector. De acuerdo con 

Raffestin y Butler (2012), la aplicación de las PP está determinada por las 

características del territorio. Los resultados de las PP pueden verse 

favorecidos o limitados si no se parte de una evaluación rigurosa de la 

condición ambiental que prevalece en cada territorio. Por ello, este estudio 

se centró en desarrollar un marco metodológico que incorpora la variable 

 

3 http://www.asf.gob.mx/ Section/53_Tipos_de_auditorias_desarrolladas 
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espacial para facilitar el diseño de PP de corte forestal ad hoc a cada territorio.4 

Se discute la relevancia de los resultados a la luz del diseño de las PP y las 

consecuencias con respecto al grado de vulnerabilidad5 de los territorios 

(Adger, 2006). 

La relación entre la implementación de políticas públicas y su posible 

incidencia en la vulnerabilidad de grupos sociales y los recursos naturales se 

visualiza como un nicho de oportunidad para la investigación en virtud de 

que, producto de la revisión de los artículos publicados a la fecha en torno a 

la vulnerabilidad, se identificó que este concepto se analiza exclusivamente 

a la luz de algunos factores de riesgo. Sin embargo, en ninguno de los trabajos 

revisados se plantean los posibles efectos de las políticas públicas en la 

generación, aumento o disminución de la vulnerabilidad social y ambiental. 

La variable usada para determinar grados de vulnerabilidad es la 

marginación, que de acuerdo con el Consejo Nacional de Población (CONAPO, 

2011) es un fenómeno multidimensional y estructural originado, en última 

instancia, por el modelo de producción económica expresado en la desigual 

distribución del progreso, en la estructura productiva y en la exclusión de 

 

4 Raffestin y Butler (2012) definen “territorio” como un ensamble de las relaciones que la sociedad mantiene 

con su contexto para la satisfacción de sus necesidades a fin de lograr la mayor autonomía posible 

compatible con los recursos del sistema. 

5 El concepto de vulnerabilidad ha sido acuñado y teóricamente fortalecido en el campo de las ciencias 

sociales para el estudio de las causas y orígenes de la pobreza, y se relaciona especialmente con los peligros 

y riesgos originados por eventos ambientales (Turner, 2010). Adger (2006) establece que los parámetros bajo 

los cuales opera son la exposición, la sensibilidad y la capacidad de adaptación del sistema. Este último 

aspecto lo define como un sistema susceptible e incapaz de hacer frente a efectos adversos. 
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diversos grupos sociales tanto del proceso como de los beneficios del 

desarrollo. Este concepto se asocia a la falta de oportunidades y a la 

inexistencia de condiciones para tener acceso a ellas o generarlas. La 

marginación se relaciona también con la inaccesibilidad a bienes y servicios 

básicos. En este sentido, en el presente análisis se considera la falta de acceso 

a los recursos forestales por la pérdida de la cobertura arbórea. Si el 

aprovechamiento de los recursos naturales en México representa la 

oportunidad de acceder a recursos económicos que permitan el desarrollo y 

el bienestar de la sociedad, entonces la pérdida del capital natural limitaría 

dicha oportunidad. 

El objetivo del presente trabajo es desarrollar un mecanismo de 

evaluación cuantitativa de la condición forestal en contraste con el grado de 

marginación de los municipios. Se argumenta que este análisis de contraste 

refleja el grado de vulnerabilidad de las entidades base de análisis. Así, en la 

medida que un conjunto de municipios comparta el grado de vulnerabilidad 

se conforman territorios para los cuales se debe diseñar de manera específica 

una política pública forestal. El trabajo se llevó a cabo en Michoacán como 

estudio de caso por tres razones. Primero, porque alberga una diversidad de 

ecosistemas representativos del 90% de los ecosistemas forestales de México 

(Carranza, 2005) y estos se pierden a una tasa de 0.56% anual (Mas et al., 2005). 

Segundo, porque ocupa el octavo lugar entre las entidades federativas con 

mayor grado de marginación (CONAPO, 2011) y las tendencias apuntan a que 

estos niveles aumentarán a corto plazo. Tercero, porque la vocación natural 

del estado es forestal y son los bosques, manejados desde una PP adecuada, 
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el recurso natural que puede detonar un cambio de mejor calidad de vida en 

los michoacanos. 

 

Métodos 

Índice de Condición Forestal (ICF) 

 

Se diseñó un Índice de Condición Forestal para expresar la relación entre la 

dinámica de la cobertura vegetal natural y el índice de marginación 

municipal en un tiempo determinado, explicado a la luz de la 

implementación de políticas públicas de corte forestal. El ICF fue calculado 

para los 113 municipios de Michoacán para el año 2000 y 2010. 

La tasa de cambio del ICF entre un año y otro observa un gradiente de 

variación de 1 a -1. El valor más alto del índice (1) refleja que el municipio 

aumentó su cobertura arbórea natural y disminuyó su índice de 

marginación. En contraste, el valor más bajo (-1) representa un índice de 

marginación al alza y la pérdida de la cobertura natural, lo cual disminuye 

las posibilidades del municipio para poder modificar su condición 

socioeconómica en virtud de la pérdida de uno de los componentes de su 

capital natural. 

Operacionalmente, el ICF se calculó mediante la relación entre el índice 

de marginación (IM) (CONAPO) y el índice de naturalidad (IN), que es la 

presencia de cobertura natural con respecto a la existencia de cobertura 
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predominante con intervención antropogénica en cada uno de los 

municipios de Michoacán para cada uno de los años analizados. 

Con la información de los índices de marginación y de naturalidad se 

calculó el ICF de acuerdo con el siguiente algoritmo: 

ICF = IMt/INt 

En donde: 

ICF= Índice de Condición Forestal 

IM= Índice de Marginación 

IN= Índice de Naturalidad 

Posteriormente se calculó la tasa de cambio (Tc) del ICF para conocer 

la diferencia del Índice por municipio entre los dos periodos en estudio: 

TcICF = ICF2010 - ICF2000 

Con la finalidad de analizar las tendencias en el comportamiento de la 

TcICF de los municipios los datos se sometieron a un análisis de cuartiles, los 

cuales suelen usarse por grupos que separan la distribución en partes 

iguales, entendidas estas como los intervalos que dividen los valores 

ordenados en cuatro partes iguales (Triola, 2004). 

 

Índice de marginación (IM) 

 

La dinámica del grado de marginación se calculó con los datos de la Consejo 

Nacional de Población (CONAPO, 2011) publicados para 2000 y 2010 para los 

113 municipios de Michoacán. Esta información fue usada para calcular la 
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condición de marginación municipal en cada año de acuerdo al siguiente 

algoritmo: 

IMt1 = {[(XIM)2 x (IM)] 100} + 1 

n= a...z n=a 

IMt2 = {[(HM)2 x (IM)] 100} + 1 

n= a...z n=a 

En donde: 

IM=Índice de Marginación (CONAPO) t1= Año 2000 t2= Año 2010 

n= Municipios del 001 al 113 en Michoacán 

Índice de Naturalidad (IN) 

 

Para el Índice de Naturalidad se usaron dos aproximaciones para la definición de 

cobertura forestal. La primera, que denominaremos bosque en sentido estricto (bse), se 

fundamenta en la definición de Putz y Redford (2010), la cual establece que el bosque se 

caracteriza por su composición de árboles viejos y sus atributos estructurales, que 

corresponden a las etapas tardías del desarrollo de los rodales forestales, y difieren de los 

estadios jóvenes en una serie de características como el tamaño de los árboles, la 

acumulación de material muerto, la estructura del dosel, la composición de especies y las 

funciones del ecosistema. La segunda definición considerada en este ejercicio es la de 

bosques en sentido amplio (bsa), que sigue la establecida en la Ley General de Desarrollo 

Forestal Sustentable (2015). 

Dentro de este marco, la dinámica de la cubierta forestal entre 2000 y 

2010 tuvo los siguientes insumos. Para el año 2000 se hicieron los cálculos 

con base en la información del Inventario Nacional Forestal, descrita por 

Velázquez et al. (2002). Para 2010 se empleó el conjunto de datos vectoriales 
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de uso del suelo y vegetación a escala 1:250 000, serie V (Capa Unión) (INEGI, 

2013). El análisis de la dinámica se llevó a cabo a través de la sobreposición 

de las bases de datos de acuerdo con Velázquez et al. (2010). Para cuantificar 

las superficies forestales, siguiendo las definiciones propuestas de bse y bsa, 

se reclasificaron las bases de datos del IFN 2000 y la base de datos de INEGI 

serie V. Las categorías de ambas bases de datos fueron reclasificadas como 

se expone a continuación y pueden ser consultadas en: 

http://www.ciga.unam.mx/index.php/velaz- quez/ICF. 

Cobertura natural (CN): coberturas predominantemente naturales. 

Cobertura entrópica (CA): coberturas secundarias, agrícolas y asentamientos 

humanos. En esta clasificación se consideran todos los tipos de cobertura con 

presencia de vegetación secundaria y arbustiva. 

El cambio por municipio en el Índice de Naturalidad entre 2000 y 2010 

se calculó con la siguiente fórmula: 

INt1= {[(CN/CA) (CN/CA)] 100]} + 1 

n = a...z n = a 

INt2= {[(CN/CA) (CN/CA)] 100]} + 1 

n = a...z n = a 

Donde: 

IN=Índice de Naturalidad t1= Año 2000 t2= Año 2010 

CN= Sumatoria de coberturas de vegetación predominantemente natural 

CA= Sumatoria de coberturas principalmente antrópica 

n= Municipios del 001 al 113 en Michoacán 
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Con la información de la tasa de cambio de acuerdo con los ICF 2000 y 

2010 municipales se construyó un mapa temático estatal que presenta 

agregados de municipios que comparten tendencias similares y 

significativamente distintas a las de otros grupos. 

 

Resultados 

El análisis integrado de las tendencias del Índice de Marginación y de la 

dinámica de cobertura de vegetación natural, expresada como la tasa de 

cambio del ICF (http://www.ciga.unam.mx/index.php/ velazquez/ICF), 

dio como resultado cuatro clases que se componen de agregados de 

municipios, en su mayoría contiguos. Los parámetros que diferencian a cada 

clase se presentan en la Tabla 1. La distinción entre clases se analizó con base 

en los intervalos, con un nivel de confianza del 90% para los rangos 

determinados a través del análisis de cuartiles. Dado que no existe un 

sobrelapamiento en los rangos de error, se concluye que hay diferencias 

significativas entre cada una de las clases definidas (Figura 1). 

El valor promedio de la clase I indica decremento del índice de 

marginación e incremento en la cobertura de vegetación natural (Figura 2). 

La clase II incluye municipios que han sido estables o con variaciones muy 

pequeñas tanto en el índice de marginación como en la cubierta de 

vegetación natural (Figura 3). La clase III describe municipios donde se 

incrementan el índice de marginación y decrece la cubierta de vegetación 

natural (Figura 4). No obstante, en esta misma clase se ubican municipios 
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que comparten la tendencia de la clase IV (Figura 5), la cual agrupa 

municipios en donde el incremento del índice de marginación y el decre-

mento en la cubierta de vegetación natural son significativamente más 

evidentes que en el resto de las clases. 

La representación espacial (Figura 6) (http:// 

www.ciga.unam.mx/index.php/velazquez/ICF) denota la agrupación de 

municipios en las diversas clases de acuerdo con la TcICF. Esto permite 

sugerir que la fase de diseño de las PP debe ser ad hoc a las características del 

territorio para que los resultados puedan ser eficientes tanto en gasto público 

como en indicadores de calidad de vida sin detrimento del capital natural. 

Los municipios agregados en la clase IV cubren la mayor superficie del 

estado (35.78%), considerando el tamaño de los municipios incorporados en 

esta clase. Lo anterior se evidencia comparando el porcentaje de las clases II 

y III con 28 municipios cada una, en donde la clase III cubre una superficie 

de 29.06% y la clase II únicamente 15.87%. 

Clase Intervalo de la Tc ICF 
Número de 

municipios 

I 1.0 a 0.09 26 

II 0.08 a 0.02 28 

III 0.01 a -0.02 28 

IV -0.03 a-1.0 31 

Tabla 1. Definición de intervalos por clase y número de municipios incluidos 
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Figura 1. Descripción promedio de los valores de TcICF que tipifican las tendencias de cada agregado de 

municipios.  Las barras de error (90% de nivel de confianza) ilustran tendencias significativamente distintas 

entre clases. 

 

Figura 2. Agregado de municipios que tipifican la tendencia de la clase I con base en la TcICF. 
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Figura 3. Agregado de muicipios que tipifican la tendencia de la clase II con base en la TcICF. 

 

Figura 4. Agregado de municipios que tipifican la tendencia de la clase III con base en la TcICF. 
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Figura 5. Agregado de municipio que tipifican la tendencia de la clase IV con base en la TcICF. 
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adicional para traducir políticas gubernamentales (diseñadas en gabinete) en 

políticas públicas (definidas con base en la consulta socio-ambiental). 

Dadas las estrategias usadas en México para la construcción de PP, una 

herramienta cuantitativa como la aquí desarrollada fortalecerá la 

construcción de las mismas en materia de manejo forestal, lo que permitirá 

lograr mayor eficacia en su gasto (Meny y Thoening, 1992) y eficiencia en sus 

resultados (Lindblom, 1991). Actualmente existen deficiencias en la 

construcción de las PP, situación descrita por Lerda y colaboradores (2013), 

quienes llaman la atención acerca de la existencia de una creciente 

incapacidad de las políticas públicas en materia de medio ambiente para dar 

cumplimiento a los objetivos y métodos del desarrollo sostenible. Los 

procesos de elaboración y planificación de las políticas públicas en medio 

ambiente han sido poco estudiados y su desarrollo teórico es escaso (Pajares, 

2008); los resultados de su implementación evidencian las fallas en su 

construcción. Estos defectos fueron identificados por Arias y Herrera (2012) 

en el análisis del ciclo de las políticas públicas para el desarrollo del estado 

de Michoacán de Ocampo 2003-2010. Dichos autores establecen que desde su 

perspectiva, la forma en que se realizaron las etapas del ciclo de las políticas 

públicas afectó de manera negativa a dicho ciclo. Lo anterior confirma el 

planteamiento del cual se parte para la realización de este ejercicio, esto es, 

el diseño de las políticas públicas es un momento crítico para la obtención de 

los resultados esperados. 

Diversos autores, como Lindblom (1991) y Cejudo y Michel (2014), 

argumentan que para contar con PP exitosas es prioritario establecer 
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objetivos claros y bien definidos. Una rigurosa caracterización de la 

condición ambiental de un territorio, tal como el ICF, ofrece esta posibilidad. 

En este documento se argumenta que el ICF es un insumo que evidencia el 

grado de vulnerabilidad de grupos de municipios que comparten 

características fundamentales para el diseño de PP de corte forestal. 

La vulnerabilidad, planteada por Adger (2006) como el grado en el cual 

un sistema es susceptible e incapaz de hacer frente a efectos adversos, fue 

medida en este análisis usando como indicadores el cambio de cobertura y 

la variación en los grados de marginación social a la luz de la 

implementación de políticas públicas y programas derivados de las mismas 

para recuperar la cobertura natural en los municipios. Si el aprovechamiento 

de los recursos naturales en México representa la oportunidad de acceder a 

recursos económicos que permitan el desarrollo y el bienestar de la sociedad, 

entonces la pérdida de cobertura forestal limitaría esta oportunidad. Lo 

anterior establece la posibilidad de generar grados de vulnerabilidad en el 

territorio o aumentarla por la disminución de un recurso natural como el 

forestal. Considerando el concepto de bse, para un periodo de diez años, 59 

municipios de Michoacán (52.2% agrupados en las clases III y IV) mostraron 

tendencias negativas en diversos grados en los índices de marginación o 

naturalidad. El aumento en la marginación y la disminución en la cobertura 

natural fueron más evidentes en los 31 municipios agrupados en la clase IV. 

Las PP vigentes, con el esquema de diseño con el que fueron planteadas (v.gr., 

pago por servicios ambientales y reforestación) limitarían a estos municipios 

a continuar con las tendencias de aumento en la marginación y pérdida de la 
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cobertura natural. Lo anterior en virtud de la falta de caracterización de las 

áreas para la construcción de las políticas públicas. 

De acuerdo con la definición de bosque en sentido amplio que establece 

la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable, casi todos sus recursos 

pueden ser considerados como forestales; no obstante, se estima que es una 

definición muy flexible que requiere que se acoten de manera puntual los 

elementos y coberturas que realmente representan un potencial real para el 

aprovechamiento sustentable. Si bien todos los recursos del bosque tienen 

posibilidades de ser aprovechados, el gran potencial se encuentra en las 

coberturas arbóreas. Es así como la definición de bosque stricto sensu que 

soporta este análisis considera las coberturas de bosque compuestas por 

elementos naturales y a partir de esta perspectiva realizamos una serie de 

planteamientos en torno a las posibilidades que el bse le ofrece a los 

municipios para disminuir su marginación. 

El ICF puede ser mejorado si se toma en cuenta que el Índice de 

Marginación (sensu CONAPO) fue diseñado para comparar municipios en un 

momento dado, pero no para medir la tendencia en un mismo municipio en 

dos momentos diferentes. No obstante, otros estudios han recurrido al IM 

como un buen ejemplo del desempeño de los municipios (Cortés y Várgas, 

2011). Otra consideración radica en la concepción de lo que incluye el 

término “forestal”. La interpretación del ICF, que se describe como la relación 

inversa entre el cambio del índice de marginación sobre el cambio de la 

cobertura natural, resulta compleja. La lógica de base supone que si un 

municipio reduce su marginación a través del buen manejo de su cobertura 
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natural, la PP fue exitosa. Por ende, estas dos variables están inversamente 

correlacionadas. 

Un atributo derivado del ICF refiere a la expresión territorial. Con base 

en Gottmann (1973) en Elden (2010), Raffestin (1986) y Raffestin y Butler 

(2012), el concepto de territorio es fundamental y aquí se argumenta que la 

identificación de territorios es esencial para lograr PP eficaces y eficientes. 

Este enunciado ha sido recurrente en la literatura que aborda el tema de las 

PP (Alburquerque, 1995; Ferreira, 2003; Delgadillo, 2004; Todtling y Tippl, 

2005; Ohemeng, 2010). La representación espacial del ICF muestra de manera 

general una zonificación. A continuación, se describen dos casos de grandes 

zonas de municipios que coinciden con los resultados del ICF y donde se 

evidencian probables dinámicas de desarrollo regional contrastantes. 

 

Región Oriente 

 

La región oriente de Michoacán es una zona con un gradiente altitudinal 

importante que permitió el desarrollo de bosques templados (oyamel, pino, 

encino y sus combinaciones) bosque mesófilo de montaña, hasta zonas más 

tropicales con comunidades vegetales de selva baja caducifolia (Villaseñor, 

2005). Los bosques templados de la región son el área de hibernación de la 

mariposa monarca (Dannaus plexipus), lo que dio origen a la creación de la 

Reserva de la Biosfera Mariposa Monarca (SEMARNAT, 2000) en una 

superficie de 59 259 ha ubicadas en seis municipios de Michoacán y cuatro 

del estado de México. Para dar cumplimiento al decreto emitido, la Comisión 
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Nacional de Áreas Naturales Protegidas publicó el 30 de abril del 2001 el 

Programa de manejo del área natural protegida, el cual establece las acciones 

a llevar a cabo en el área para garantizar la migración del lepidóptero a esta 

región. 

El programa de manejo está ligado a las políticas públicas y a los 

programas que año con año la CONANP implementa en la Reserva a través de 

la Dirección del ANP y, de manera paralela, otras organizaciones de los tres 

niveles de gobierno y fundaciones nacionales e internacionales (v. gr., Fondo 

Monarca, WWF, Pronatura) asignan recursos para la ejecución de proyectos 

en la zona. Los municipios incluidos en la Reserva de la Biosfera, 

Angangueo, Áporo, Contepec, Ocampo, Senguio y Zitácuaro, se ubicaron 

todos ellos en la clase II, con valores moderados, disminuyen sus IM y 

aumentan sus IN. La interpretación del ICF evidencia que el establecimiento 

de la Reserva de la Biosfera Mariposa Monarca detonó una dinámica de 

desarrollo donde el eje de la PP de corte conservacionista ha incidido de 

manera positiva en varios de los municipios incorporados a ese esquema, ya 

que a lo largo del periodo de análisis han logrado bajar su IM y elevar su IN. 

La tendencia observada en este lapso en algunos municipios que integran la 

Reserva de la clase II, donde hoy se ubican, se mantendría estable con el 

fortalecimiento de políticas públicas acordes a la realidad actual del 

territorio. 
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Planicies costeras y Sierra Madre del Sur 

 

Esta región alberga un mosaico donde prevalece la selva baja caducifolia en 

diversos grados de perturbación y selva mediana y manglares limitados a 

sitios higrófilos (Villaseñor, 2005). La región la conforman principalmente los 

municipios de Coahuayana, Aquila, Chinicuila y Lázaro Cárdenas. Con base 

en el ICF los municipios de esta zona se agruparon en la clase IV, lo que 

significa que estos municipios han incrementado su IM y disminuido su IN de 

manera sustancial. 

La pérdida de la cobertura natural en estos municipios disminuye el 

acceso a los recursos económicos producto del posible aprovechamiento del 

bosque y, en consecuencia, la posibilidad de elevar de manera paulatina los 

IM. 

De manera general, a partir de los resultados obtenidos con los ICF, se 

plantea la necesidad de proponer un modelo de políticas públicas que, de 

acuerdo con la condición ambiental del territorio, permita transitar de 

manera ideal y paulatina hacia el aumento de su cobertura natural 

(concebido como capital natural) y bajar los índices de marginación mediante 

un modelo de aprovechamiento sustentable del recurso forestal. Se hace 

énfasis en el diseño de PP porque los alcances de transición implican procesos 

de restauración forestal, manejo de suelos, organización social, 

fortalecimiento de capacidades, que en conjunto requieren largos periodos. 

Una PP que intente que una región transite de la clase IV a la clase I resultaría 

ineficaz. Es necesario considerar estrategias a corto, mediano y largo plazos 
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que sean planteadas y aplicadas mediante programas a los cuales se les dé 

seguimiento y se evalúe su implementación. 

Existen algunas iniciativas de PP que pretenden soslayar estas 

diferencias entre territorios. Por ejemplo, el principal programa federal para 

el fomento de la conservación y restauración de bosques en México es el 

Programa Nacional Forestal (PRONAFOR), administrado por la Comisión 

Nacional Forestal (http://www.conafor.gob.mx/web/apoyos/pro- 

nafor/). Su aplicación se lleva a cabo a través de convocatorias anuales. El 

programa está diseñado para que se aplique de manera homogénea en todo 

el país, y su puesta en marcha está en función de las solicitudes de los 

beneficiarios. De acuerdo con lo establecido en los lineamientos, la estructura 

del programa evidencia que no considera las características ambientales de 

cada zona del territorio para implementarlo de manera diferenciada. 

Un elemento que eventualmente fortalecería el diseño de las PP en 

materia forestal sería el uso de aspectos provenientes de las evaluaciones de 

dichos programas; no obstante, estas no son aplicadas para mejorar el diseño 

e implementación de las políticas. De acuerdo con el propio ciclo de las PP, la 

implementación de esquemas objetivos de evaluación apoyaría su 

fortalecimiento. 
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Conclusiones 

El ICF permite visualizar las características de marginación de los municipios 

y los aspectos generales de la cobertura natural de la unidad política y, por 

lo tanto, puede representar un insumo cuantitativo para la construcción de 

las políticas públicas en materia forestal en México. Así mismo, los resultados 

de este análisis respaldan las propuestas planteadas por Ferreira (2003) 

(2004), Todtling y Tippl (2005) y Ohemeng (2010) con respecto al uso del 

enfoque geográfico en el diseño de las políticas públicas en México 

(Delgadillo, 2004). 

El diseño de las  debe reconocer la heterogeneidad territorial como un 

factor del que depende el éxito de una  óptima para un territorio y su fracaso 

para otro. A partir de lo anterior, se identifica la necesidad de realizar un 

ejercicio de redefinición de los conceptos empleados en la legislación 

ambiental vigente, de manera específica los usados en la Ley General de 

Desarrollo Forestal Sustentable, ya que la legislación es la base para la 

construcción de las políticas públicas. 
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III. La gobernanza ambiental 

como base para el 

establecimiento de áreas para la 

conservación: el caso de la 

reserva de la biósfera Zicuirán-

Infiernillo, Michoacán. 
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La política pública (PP) es considerada pública porque se genera y pone en 

marcha con la participación dinámica, ordenada, simétrica y transparente de 

los agentes sociales atendiendo al marco institucional respectivo. El gobierno 

juega la función de promotor y coordinador de dicha participación. La 

participación se presenta tanto en el momento normativo como en el 

momento práctico de la PP. Lo público hace referencia a un espacio de 

intersección de la racionalidad estatal y de la voluntad social, siendo un 

espacio de todos (Cabrero, 2000, citado en Maldonado, et al. 2018). 

El diseño de PP para la gestión de la sustentabilidad en regiones de 

importancia socio-ecológica requiere de la adopción crítica de algunos 

elementos de los enfoques alternativos, así como de la aplicación de 

metodologías que contribuyan a la caracterización única y particular de estos 

espacios (PNUMA, 2003). 

Estas dimensiones se vinculan con los tipos de diseño de PP 

considerando los procesos que puedan estar gestándose en la localidad o 

municipio, que sean afines a los componentes (satisfacción de las 

necesidades sociales, el talento colectivo, los cambios sociales y las nuevas 

relaciones, entre otras) y su integración con las etapas de la innovación social 

(inspiraciones y diagnósticos, propuestas e ideas, prototipos y pilotaje, 

sostenibilidad, escala, difusión y cambio sistémico) (Maldonado et al. 2018). 

En este contexto, los materiales y métodos indispensables, flexibles y 

dinámicos para el diseño y desarrollo de políticas públicas de corte ambiental 

para la conservación y restauración en áreas de importancia ecológica 

implican la consulta y uso de información base como, por ejemplo, la 
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descripción y caracterización de las cuencas y subcuencas, la revisión y 

análisis de las fuentes documentales, bibliográficas, estadísticas y 

cartográficas existentes sobre el área de interés, así como la generación de 

bases de datos alfanuméricas y gráficas obtenidas a través de la revisión y 

descarga de datos vectoriales y modelos digitales de elevación provenientes 

de fuentes disponibles como los insumos de INEGI y CONABIO, y el uso de 

imágenes satelitales. 

Un insumo indispensable es el diagnóstico de la situación actual del 

territorio, el cual debe considerar como elementos básicos los resultados de 

la descripción y caracterización del área de estudio; y a la vez incorporar el 

enfoque de sistemas socio-ecológicos (herramienta de análisis que parte de 

la combinación de un todo organizado del conjunto de factores sociales, con 

un conjunto de factores ecológicos para, de esta manera, entender las 

reacciones de los factores ecológicos a cambios de los factores sociales y 

viceversa (http://lancis.ecologia.unam.mx/). Otro insumo es un análisis 

espacial del territorio, mediante un sistema de información geográfica (SIG), 

en el cual se genera una línea base para el diseño de una propuesta de 

intervención, bajo un enfoque de participación social de los actores y sectores 

clave, para la gestión sustentable del territorio, y en este caso, para el proceso 

de identificación y caracterización espacial de áreas potenciales para la 

conservación y el establecimiento de áreas naturales protegidas. 
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La propiedad social en el proceso de gestión para el 

establecimiento de áreas para la conservación 

Como se mencionó en el apartado anterior, en los procesos de diseño de 

políticas públicas para la conservación del patrimonio natural, la 

participación social es fundamental; para lo cual, es necesario entender que 

en México la tenencia de la tierra está conformada por las propiedades 

privadas individuales (denominadas como pequeña propiedad), los ejidos y 

las comunidades agrarias (propiedades sociales o núcleos agrarios). Los 

ejidos y comunidades constituyen modalidades de propiedad de la tierra 

exclusivas del país, y son producto de la reforma agraria (1934 y 1992); en 

donde la autoridad máxima es la asamblea general y los órganos de dirección 

están conformados por el comisariado, el secretario y el tesorero. Estas 

distintas formas de la propiedad social abarcan 198.5 millones de hectáreas; 

de ellas, las posesiones sociales cubren una extensión cercana a 102 millones 

de ha (los ejidos 84.5 millones y las comunidades 17.4 millones), lo que 

equivale a 53.4 % de la superficie del país (Morett-Sánchez, et al, 2017). 

En este contexto, más de la mitad de la superficie territorial de México 

se encuentra en posesión de ejidos y comunidades agrarias; esto significa que 

la mayoría de los montes, bosques, selvas, matorrales, superficie de labor, 

minas, bancos de materiales, cuerpos de agua y litorales, son de propiedad 

social. En los casi 32 mil ejidos y comunidades, más de 5.6 millones de 

ejidatarios, comuneros y posesionarios producen para el consumo familiar y 

para el mercado nacional, y en algunos casos al mercado externo productos 
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agrícolas y ganaderos, materias primas y forrajes; así como también, 

materiales de construcción, artesanías y servicios turísticos (FAO, 2006). Esta 

propiedad social forma parte del capital natural del país; es decir, la cubierta 

vegetal primaria brinda invaluables servicios y bienes ecosistémicos, 

manifestados en una gran biodiversidad, captura de carbono y recarga de 

acuíferos, entre otros servicios de soporte, regulación y culturales, y de ahí la 

destacada importancia de fortalecer tanto la gestión como la gobernanza 

ambiental en todos los espacios de propiedad social en el país. 

El estado de Michoacán está integrado por 113 municipios, que en 

conjunto abarcan una superficie de 5, 829, 630 ha, y de estas, 2, 835, 192 ha. 

son propiedad social; es decir, el 49% de la superficie estatal es propiedad de 

ejidos y comunidades; con ello, Michoacán es el tercer estado del país con 

mayor superficie en tenencia social, después de Guerrero y Oaxaca (RAN, 

2013). 

En función de lo anterior, se observa la necesidad de considerar una 

serie de componentes para el establecimiento de cualquier política pública 

que el gobierno plantee para la resolución de problemas. Primero, en todas 

las fases del diseño de la PP, usuarios o pobladores de las zonas donde se 

plantea establecer; y segundo, contar con un análisis completo y actual de las 

situaciones ambiental, económica y social del área, que permita conocer las 

condiciones fidedignas del territorio que permita definir el esquema más 

adecuado en tiempo real. 

Debido a que los esquemas de consulta pública planteados para el 

decreto de áreas naturales protegidas, si bien consideran acercamientos con 
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la población y la publicación de los estudios previos (generados antes de la 

emisión del decreto, de acuerdo con lo establecido en la Ley General del 

Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente y al Reglamento de la 

misma, en materia de áreas naturales protegidas), cierto es que es necesario 

fortalecer la participación de los ciudadanos en todos los procesos. Se 

requiere tomar en cuenta opiniones, fortalezas y debilidades de los 

pobladores del territorio; razón por la cual, en repetidas ocasiones, esto 

acarrea problemas no sólo de tipo social y político, sino también ambiental, 

cultural y económico (Gómez, M. A. 2017). 

Es por ello que, como lo señalan (Mujica y Rincón, 2010), se debe 

concebir a la gente como sujetos de desarrollo, que sean los principales 

protagonistas de su autogestión, de la satisfacción de sus necesidades 

humanas fundamentales, y de la articulación orgánica de los seres humanos 

con su entorno físico y social, para que se supere así la aplicación de modelos 

jerárquicos y verticales, que en el fondo esconden un problema de escala.  

 

La Gobernanza en las políticas públicas 

El concepto de gobernanza adquiere cada vez más importancia en los 

debates teóricos y en la práctica política (Zurbriggen, 2011) como una 

estrategia fundamental para la gestión de las políticas públicas, en virtud de 

la relevancia y la valoración de los diferentes sectores sociales en las 

decisiones del gobierno. Esta construcción teórica surge en el mundo debido 

a la falta de resultados eficientes en las políticas públicas implementadas en 
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los sistemas de gobierno tradicionales, basados en la jerarquía y la 

unilateralidad altamente estado-céntrica. No sólo son insuficientes, sino que 

tampoco resultan idóneos para hacer frente a los problemas, desafíos y retos 

que surgen (Cerrillo, A. 2005). 

Pierre y Peters (2000) y Meuleman (2009), definen gobernanza como las 

interacciones entre organismos públicos, sector privado y sociedad civil, 

destinadas a resolver los problemas sociales o la creación de oportunidades 

en la sociedad. Hernández, R. H. (2020) establece que la gobernanza se 

entiende como una forma de gestión de lo público, donde la responsabilidad 

y el poder no están centralizados solamente en el Estado y compartidos con 

el mercado; sino que se involucra la participación efectiva de actores sociales 

con responsabilidades y competencias a diferentes escalas espaciales y 

temporales. Esto implica la coordinación y coherencia duradera entre actores 

con diferentes objetivos, como lo son: los actores políticos e instituciones, 

empresas, sociedad civil y organizaciones; así como expresiones de intereses 

colectivos que contribuyen a la gobernabilidad. La gobernanza no debe ser 

aplicada de manera discrecional, es un proceso estructurado de acción 

intencional, orientado a la definición y realización de los fines y objetivos 

generales y particulares de la sociedad (Aguilar, 2019). 

El término gobernanza también ha sido incorporado en la gestión 

ambiental, y en este sentido, se refiere a los procesos de toma de decisión y 

de ejercicio de autoridad en el ámbito de bienes públicos, en los cuales 

intervienen los servicios gubernamentales en sus distintos niveles o 

instancias de decisión, así como también otras partes interesadas que 
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pertenecen a la sociedad civil o al mundo de las empresas, y que tienen que 

ver con la fijación de los marcos regulatorios y el establecimiento de los 

límites y restricciones al uso de los recursos naturales y de los ecosistemas 

(Piñeiro 2004). 

En este mismo sentido, la gobernanza ambiental es clave para alcanzar 

el desarrollo sostenible a nivel nacional, regional y global. Por ello, los 

procesos de toma de decisiones y el trabajo de las instituciones deben seguir 

métodos informados, coherentes, unificados e integrales, y, al mismo tiempo, 

deben apoyarse en marcos normativos adecuados que faciliten estos 

procesos (http://www.pnuma.org/gobernanza/). 

Para alcanzar una gestión integrada del paisaje, se requiere un alto 

nivel de coordinación interinstitucional entre los entes públicos 

administradores, también un alto nivel de articulación entre niveles de 

gobierno, desde lo local hacia lo regional y nacional. Los recursos naturales 

forman parte de procesos sociales, económicos y políticos mucho más 

amplios, y, por lo tanto, se ven afectados por las decisiones de actores fuera 

del sector. Por ello es importante la articulación plena al elaborar políticas, 

programas y planes de acción; y resulta también necesario, fomentar una 

amplia participación social que asegure la representación y negociación de 

todos los intereses (FFLA, 2015). 

De manera específica, la gestión de las áreas naturales protegidas 

implica necesariamente la incorporación de la visión de la nueva 

gobernabilidad; esto es, incorporar como elemento indispensable la 

gobernanza ambiental en todas las fases de la gestión del decreto. Es 

http://www.pnuma.org/gobernanza/
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necesario ir más allá de lo ya establecido en la legislación vigente, en torno a 

la participación social en el proceso. Acorde a lo desarrollado anteriormente 

en este capítulo, la propiedad social en México es un rasgo característico que 

interviene de manera decisiva en el establecimiento de un área natural 

protegida; por lo que el proceso llevado a cabo para el decreto de creación de 

la Reserva de la Biósfera Zicuirán-Infiernillo que se expone en este 

documento, representa un buen ejemplo de un ejercicio de gobernanza 

ambiental, altamente participativo y efectivo. 

Así, el objetivo de este capítulo es describir el proceso socioambiental 

con el que se gestionó el decreto de la Reserva de la Biósfera Zicuirán-

Infiernilllo en el estado de Michoacán, México, analizando el fortalecimiento 

de la gobernanza ambiental lograda en la zona, así como los resultados en la 

gestión de los recursos naturales. 

 

Diseño y construcción del Sistema de Áreas para la 

Conservación del Estado de Michoacán (SACEM) 

Para situar el proceso en la conformación del Sistema de Áreas para la 

Conservación que dio origen a la Reserva de la Biósfera Zicuirán-Infiernillo, 

es necesario citar la gestión del Gobierno del Estado de Michoacán durante 

el periodo 2002-2008, en donde entonces la recién reformada Secretaría de 

Urbanismo y Medio Ambiente (SUMA) desempeñó un papel fundamental 

para articular e implementar las iniciativas del Plan Estatal de Desarrollo en 

materia de medio ambiente y políticas públicas en los ámbitos sociales, 
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productivos y educativos. Uno de los aciertos fue la incorporación de la 

transversalidad entre los tres órdenes de gobierno, lo cual se fue evidenciado 

a través de la coordinación lograda en algunos temas, como el caso de medio 

ambiente. 

Previo a la creación de la SUMA, la agenda en materia ambiental estatal 

estaba a cargo de la Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología (SEDUE), la 

cual priorizaba los temas vinculados con residuos sólidos y educación 

ambiental. En ese contexto, la nueva SUMA tendría retos y metas con 

distintos niveles de actuación, ya que el Plan Estatal de Desarrollo (Periódico 

Oficial del Estado de Michoacán de Ocampo, Quinta Sección, Tomo CXXX, 

2003) contempló una gran diversidad de programas, estrategias y acciones 

puntuales en temas ambientales (por ejemplo: creación de ANP, programas 

de ordenamiento ecológico, protección de especies en riesgo, articulación de 

la dimensión de la sustentabilidad en la definición de criterios de programas 

y estrategias, entre otros). 

En materia de Áreas Naturales Protegidas (ANP) el Plan Estatal de 

Desarrollo evidencia la situación ambiental del estado, donde, entre otros 

temas, se enfatiza la carencia de ANP estatales y las condiciones de mal 

manejo de las pocas ANP federales presentes en el territorio. En el periodo 

de 1994 a 2001, el estado únicamente contaba con nueve ANP estatales, las 

cuales abarcaban una superficie de 473 hectáreas. Durante la administración 

de 2002 a 2008, se gestionaron y decretaron 22 ANP estatales con una 

superficie total de 13, 413 ha (Sosa, et al. 2019); esto representó un aumento 
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de 2.4 veces el número de áreas protegidas y más de 28 veces la superficie 

total protegida por ANPs estatales (Ver figuras 1 y 2). 

 
Figura 2.  Incremento en el número de Áreas Naturales Protegidas gestionadas por SUMA durante la administración del gobierno 

estatal 2002-2008, con respecto al sexenio anterior. 

Fuente: Elaboración propia a partir de base de datos de la Red Nacional de Sistemas Estatales de Áreas Naturales Protegidas. 

 

Figura 3.  Incremento en la superficie de Áreas Naturales Protegidas gestionadas por SUMA durante la administración del gobierno 

estatal 2002-2008. 

Fuente: Elaboración propia a partir de base de datos de la Red Nacional de Sistemas Estatales de Áreas Naturales Protegidas. 
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En Michoacán, la mayoría de las ANP se localizaban en zonas templadas de 

importancia forestal dentro del Sistema Volcánico Transversal, por lo que no 

existían Áreas Naturales Protegidas en otras regiones fisiográficas, como es 

el caso de la Sierra Madre del Sur, la Depresión del Balsas y la Región Sierra-

Costa, que son zonas consideradas de importancia ecológica prioritaria de 

acuerdo con diferentes especialistas (PMRBZI, 2014). En este marco, y bajo 

una coordinación y articulación entre diferentes instituciones de gobierno, 

educativas, de investigación y de la sociedad civil organizada; en el mes de 

mayo de 2004 se inició el proceso para la identificación y conformación del 

Sistema de Áreas para la Conservación del Estado de Michoacán (SACEM) 

(Velázquez, A. et. al. 2005), proyecto liderado por la SUMA en coordinación 

con la Unidad Académica de Geografía - Campus Morelia, de la Universidad 

Nacional Autónoma de México (UNAM), con el apoyo del Consejo Estatal 

de Ecología (COEECO). 

El proyecto de la definición del SACEM tuvo como objetivo principal 

el planteamiento de una estrategia innovadora en la creación y 

sistematización de las ANP, partiendo del contexto del estado de Michoacán 

y sus regiones en el momento de su planteamiento (Velázquez, A. et. al. 2005), 

con el fin de construir una estrategia adecuada a la realidad ambiental, 

socioeconómica y cultural del estado. Este esfuerzo generó las bases para 

crear un sistema de Áreas Protegidas que consideró la dimensión social como 

el eje principal para asegurar su creación y desarrollo. 

La propuesta se constituyó a partir de información teórica y práctica, 

utilizando herramientas y técnicas de vanguardia internacional. Una de las 
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premisas del proceso fue considerar la participación libre y democrática de 

los académicos, las instancias gubernamentales y la sociedad civil actores 

esenciales clave para la creación de una estrategia viable, por lo que se 

determinó que los procesos de participación social por medio de la 

socialización y construcción de la información, y el conocimiento científico y 

tradicional en el marco de la consulta pública era la manera más adecuada 

de conocer e integrar los criterios y visiones de los sectores convocados, a fin 

de estructurar el SACEM. 

En este sentido, cabe mencionar que, desde su inicio, se planteó que los 

aportes de los distintos sectores convocados tendrían un importante 

reconocimiento para crear una estrategia plural, integradora e incluyente. La 

propuesta metodológica se articuló en tres fases: 1) identificación de áreas a 

través de talleres participativos con los sectores social, académico y 

gubernamental, 2) caracterización a través del análisis ponderado de áreas, 

elaboración de estudios técnicos justificativos y definición de estrategias de 

conservación (alternativas a las ANP), y 3) decreto e inserción en programas 

de ordenamiento regional. La filosofía del método incluyó talleres, charlas y 

elaboración de información base, necesarios para registrar la experiencia y 

expectativas de los actores sociales en los mapas base donde se incluyeron 

las siguientes actividades: 

• Elaboración de escenarios probables derivados de la integración de las 

bases de datos a partir de diversos criterios, su ponderación y 

despliegue espacial para identificar áreas potenciales de conservación. 
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• Determinación del sistema potencial de áreas prioritarias para la 

conservación, basado en un análisis de contigüidad, conectividad, 

fragmentación y la dinámica de cada área, a partir de los diversos 

insumos sectoriales. 

• Jerarquización de áreas que, de acuerdo con su situación ambiental, 

social, política y económica, pudieran ser incorporadas al Sistema de 

Áreas de Conservación del Estado de Michoacán. 

Este marco metodológico, sin duda alguna innovó los procesos de 

identificación de las áreas con valores y atributos significativos en la 

dimensión socioambiental, para el diseño y aplicación de políticas públicas 

acordes y funcionales. En este sentido, los insumos técnicos fueron una base 

fundamental para una primera caracterización del territorio estatal, donde se 

incorporaron criterios físicos, ambientales y sociales, con herramientas de 

percepción remota y bases de datos, de los que se mencionan a continuación 

los más importantes:  

• Vegetación y uso del suelo 

• Inventarios forestales y de biodiversidad 

• Contexto del relieve 

• Valores hidrológicos y de biodiversidad 

• Viabilidad social 

• Asentamientos humanos 

• Corredores industriales 

• Proyectos productivos 
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La importancia de los talleres participativos en el diseño metodológico, 

además de enriquecer las visiones y conocimientos de los actores locales y 

regionales, generó un proceso paralelo de socialización de la información y 

reconocimiento del patrimonio natural. Este proceso se focalizó en los tres 

grandes sectores antes mencionados: 1) sociedad civil, 2) dependencias 

gubernamentales, y 3) sector académico. 

El proceso con el sector social involucró una regionalización del estado, 

donde se agruparon a los 113 municipios en cinco regiones, para la aplicación 

de los talleres y encuestas. En total, participaron 286 personas, entre 

ejidatarios, comuneros, organizaciones de la sociedad civil, estudiantes y 

personas interesadas, además se aplicaron 2,677 encuestas a la población en 

general de las diferentes localidades donde se llevaron a cabo los talleres. De 

los resultados se destaca la propuesta por parte de la sociedad civil para el 

establecimiento de 19 sitios para la conservación en la región de tierra 

caliente, que ha sido de los números más altos definidos en el estado. 
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Figura 4. Regionalización del estado para el desarrollo de los talleres y encuestas a la sociedad civil. 

Fuente: SACEM, 2005. 

 

Con respecto a los talleres realizados con las dependencias de gobierno, 

en algunos se contó con la participación del gobernador del estado Lázaro 

Cárdenas Batel, quien contribuyó a la formulación de una propuesta para la 

definición de áreas prioritarias para la conservación. Se destaca, por 

supuesto, la participación de los titulares y del equipo técnico de 15 

dependencias del aparato de gobierno vinculados con el diseño de la 

propuesta, es decir, secretarías relacionadas con temas ambientales, manejo 

de recursos naturales, turismo, proyectos productivos, planeación, entre 

otros. Esto sin duda generó un precedente importante en el tema de 

gobernabilidad ambiental, en los procesos de transversalidad de las políticas 
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públicas y en las instancias a cargo de su aplicación y regulación, a través de 

una propuesta integral para la definición de Áreas para la Conservación. 

Finalmente, el taller efectuado con el sector académico fue resultado de 

una convocatoria en la que participaron 17 universidades, institutos y 

colegios con importante experiencia de trabajo en el estado. Estuvo 

representado por 51 académicos, que definieron las estrategias para la 

conservación, protección y uso sostenido de la biodiversidad y los recursos 

naturales. En este caso, se presentó un resumen que explicaba las intenciones 

y las bases de este proyecto, con el propósito de que los académicos de las 

diferentes áreas del conocimiento recopilaran información de su trabajo que 

pudiera ser relevante con los temas a discutir, y así proponer con mayor 

facilidad los sitios que, con base en diversos criterios, presentaran las 

características necesarias para definirlas como prioritarias durante el proceso 

del taller. 

De los resultados de este esfuerzo, la propuesta incluyó un total de 12 

áreas que cubren una superficie de aproximadamente 7,310 km2. Esta 

superficie representa casi el 14% de la superficie del estado de Michoacán, y 

supera por un orden de magnitud de 10 veces, el esfuerzo colectivo de los 

gobiernos federal y estatal, en la superficie de protección para la 

conservación que a la fecha se tiene (Sosa, et al. 2019). Lo más destacable, es 

que este resultado nace desde una plataforma social, en donde los actores 

sociales son las fuerzas desencadenadoras de la definición, delimitación, 

decreto y manejo de las áreas incluidas. 
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Esta propuesta, como modelo alterno, incluyó una proporción 

comparable entre lo que se deseaba conservar de los ecosistemas templados, 

tropicales y humedales; además contempló sistemas productivos 

tradicionales o bioculturales, que son compatibles con prácticas de 

conservación y que son centros de diversidad genética, como por ejemplo el 

sistema milpa (maíz, frijol, calabazas). El SACEM permitió reorientar y 

priorizar las políticas de ocupación estatal, uso sustentable del territorio y 

conservación de los recursos inherentes. En las siguientes figuras se ilustran 

las propuestas de áreas, producto de este esfuerzo. 

 
Figura 5.  Áreas propuestas para la conservación por parte de los sectores participantes. 

Fuente: SACEM, 2005. 
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Figura 6.  Resultados de las Áreas propuestas para la Conservación en el Estado de Michoacán. 

Fuente: SACEM, 2005. 

En la presentación del “Sistema de Áreas de Conservación del estado 

de Michoacán” el gobernador del estado en ese momento, el Antrop. Lázaro 

Cárdenas Batel, junto con el Comisionado Nacional de Áreas Naturales 

Protegidas, Dr. Ernesto Christian Enkerlin Hoeflich manifestaron la 

preocupación por la conservación de las selvas del trópico michoacano y las 

escasas oportunidades de desarrollo de la población que allí habita, y 

atendiendo a los resultados del ejercicio participativo descrito, acordaron la 

creación de un Área Natural Protegida con la participación de los actores 

involucrados en la zona (PMRBZI, 2014). 

Esta propuesta coincidió plenamente con el interés de las presidencias 

municipales de la zona, entre las que hay que destacar a los ediles de La 
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Huacana y Arteaga, que desde el inicio de su mandato trabajaron bajo un 

esquema sustentable de desarrollo y con esfuerzos de programas como el 

COINBIO y PROCYMAF, por lo que ya tenían un trabajo previo en la zona; 

razón por la cual, la Universidad Michoacana de San Nicolás de Hidalgo 

(UMSNH) se encargó de realizar el Estudio Previo Justificativo para 

determinar la importancia socioambiental de la zona del Bajo Balsas, e iniciar 

el proceso de consulta para el decreto de la Reserva de la Biósfera Zicuirán-

Infiernillo (RBZI). 

 

Participación social para el establecimiento del Área para la 

Conservación Zicuirán-Infiernillo, bajo la categoría de 

Reserva de la Biósfera 

La Reserva de la Biósfera Zicuirán-Infiernillo en la región del Bajo Balsas, 

Michoacán, surgió como una propuesta conjunta del Gobierno del Estado y 

la Comisión Nacional de Áreas Nacionales Protegidas (CONANP, 2006). 

Ambas instituciones manifestaron en 2005 el interés de conservar el Bajo 

Balsas, como resultado del estudio Bases para el Sistema de Áreas de 

Conservación del estado de Michoacán, que definía los sitios de conservación 

de interés, tanto para el sector gubernamental como para el académico y el 

social. 

Esta propuesta coincidió con proyectos que ya se habían iniciado en la 

región, como el Proyecto de Conservación Comunitaria de la Biodiversidad 

(COINBIO) y el Proyecto de Conservación y Manejo Sustentable de los 
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Recursos Forestales (PROCYMAF), aunados a una visión de desarrollo 

sustentable que iniciaron las presidencias municipales de Arteaga y La 

Huacana. 

En el año 2006 se inició formalmente la consulta, a través de la 

publicación del Estudio Previo Justificativo en el Diario Oficial de la 

Federación, el 5 de junio de 2006, mismo que realizó la Universidad 

Michoacana de San Nicolás de Hidalgo, y que promovía la declaratoria de 

una Reserva de la Biósfera de la zona conocida como Zicuirán-Infiernillo. 

Para la coordinación y articulación de la consulta pública, se formó un 

grupo intergubernamental conformado por integrantes de los 

ayuntamientos de Arteaga, La Huacana, Churumuco y Tumbiscatio, y las 

cinco dependencias del gobierno del estado, encabezándola personal técnico 

de la SUMA y la CONANP. El gobierno estatal creó el Plan Integral de 

Atención como apoyo a la consulta; donde se llevaron a cabo reuniones con 

las dependencias estatales para presentar el proyecto y su divulgación en 

foros de la sociedad civil, contando con el apoyo del Consejo Estatal de 

Ecología y el Consejo Forestal del Estado de Michoacán. Realizaron varias 

exposiciones y talleres de socialización y consulta con los equipos de 

gobierno de los ayuntamientos involucrados, así como con funcionarios 

públicos de 15 dependencias estatales. 

El objetivo principal de la consulta pública fue presentar la propuesta 

a cada uno de los ejidos y obtener su anuencia a través de una asamblea. Para 

el caso de los pequeños propietarios, el objetivo sería el mismo pero este se 

obtuvo en reuniones regionales. La consulta también contempló otros 



76 

 

sectores y actores que se relacionan con la región, como prestadores de 

servicios profesionales, asesores de ejidos y asociaciones de ganaderos. 

A partir de enero de 2007 dio inicio la consulta en cada uno de los ejidos 

para que en asamblea aceptaran la incorporación de su territorio en la 

Reserva. Básicamente se trataba del territorio ya definido por cada ejido que 

se integraría a la reserva. Los representantes de los ejidos identificaron sus 

terrenos dentro de la propuesta y ubicaron si se encontraban en zona núcleo 

o de amortiguamiento. A partir de ahí, las autoridades ejidales aclararon la 

necesidad de realizar asambleas en sus ejidos y solicitaron la presencia del 

grupo operativo para explicar los alcances de esta propuesta en las 

asambleas, con los que se definieron las primeras fechas de asambleas en los 

ejidos. Este mismo procedimiento se realizó posteriormente en 116 

asambleas de 71 ejidos, y cinco reuniones con pequeños propietarios, 

obteniéndose las anuencias de los participantes. Además, se realizaron 

recorridos de campo y reuniones con autoridades para definir las zonas 

núcleo, así como reuniones con el sector minero y forestal (CONANP, 2017). 

La coordinación intergubernamental que se logró en este proceso fue 

básica para avanzar a la consulta pública en un tiempo razonablemente corto. 

Además, permitió que dicha consulta se realizara de manera coordinada y 

con fines establecidos, lo que resultó en mayor confianza por parte de los 

propietarios y productores acerca del proyecto. También permitió darle 

mayor atención a la región, ya que logró que diferentes instancias pusieran 

sus proyectos y programas en la mesa, para coordinar las acciones y caminar 

hacia un mismo objetivo de desarrollo. 
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Como parte de los resultados de la consulta, se constituyó la propuesta 

definitiva para el polígono de la reserva. Se registraron 69 ejidos que 

quedaron dentro del polígono de la reserva; de los cuales, aproximadamente 

22 tendrían una porción de su territorio en zona núcleo. Para dicha anuencia 

se cuenta con la firma de aceptación de 1999 ejidatarios pertenecientes a un 

total de 64 ejidos. De tal forma, se tienen las actas de asamblea con la 

anuencia para que su ejido forme parte de una Reserva de la Biósfera. 

Ningún ejido tiene la totalidad de su territorio dentro de una zona núcleo, lo 

que garantizaba que los ejidos pudieran realizar actividades productivas y 

de conservación simultáneamente. 

Finalmente, y como parte de este proceso, se concretó que, en los 

municipios de Arteaga, Churumuco, La Huacana y Tumbiscatío, se destinara 

una superficie de 265 mil 117-78-16.3 hectáreas, dividida en cuatro zonas 

núcleo, que en su conjunto poseen una superficie de 22 mil 699-63-68.49 

hectáreas y una zona de amortiguamiento de 242 mil 418-14- 47.82 hectáreas, 

incorporando a 69 ejidos y 134 pequeños propietarios. El 30 de noviembre de 

2007 fue publicado en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el Decreto por 

el que se declara Área Natural Protegida, con la categoría de Reserva de la 

Biósfera, la región conocida como Zicuirán-Infiernillo, localizada en los 

municipios de Arteaga, Churumuco, La Huacana y Tumbiscatío, en el estado 

de Michoacán, con una superficie total de 265 mil 117-78-16.31 hectáreas 

(DOF, 2007). 
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Figura 7. Polígono de la Reserva de Biósfera Zicuirán-Infiernillo. 

Fuente: Programa de Manejo de la RBZI. 

 

Consideraciones finales 

El decreto de la Reserva de la Biósfera Zicuirán-Infiernillo en el estado de 

Michoacán representó, en primer lugar, la oportunidad de establecer un 

esquema de conservación y manejo de recursos naturales en el Bajo Balsas de 
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Michoacán a través de una superficie importante que pudiera garantizar los 

procesos evolutivos y los ciclos ecológicos de las especies, comunidades y 

ecosistemas que habitan esa región del país. El ecosistema más representado 

en la RBZI es la selva baja caducifolia, la cual está constituida por 

comunidades vegetales complejas y diversas, cuya distribución y 

permanencia se encuentra amenazada por las actividades humanas (Zepeda, 

et al. 2017). 

De este modo, la experiencia que da origen a la reserva ofreció la 

enorme posibilidad de poner en práctica un esquema de gobernanza 

ambiental con la gestión del decreto, lo que dió inicio desde la definición del 

territorio a manejar, hasta la publicación del documento que formaliza el área 

natural protegida. Es decir, en el proceso se propició la participación de los 

diferentes sectores y actores sociales involucrados en la región, desde los 

habitantes, autoridades y diversos tipos de asociaciones de productores, 

hasta asociaciones u organizaciones para el manejo del territorio. Esta 

oportunidad fue una situación propiciada por la enorme preocupación 

observada durante años, no sólo por los gobiernos responsables de las áreas 

naturales protegidas, sino también por el sector académico que ha 

documentado la problemática que el esquema tradicional de gestión de las 

áreas naturales en México ha originado. Esta problemática se enfoca, en la 

mayoría de los estudios, a analizar la falta de operación de las áreas 

naturales; no obstante, algunos autores han discutido también los problemas 

y posteriores consecuencias que generan las estrategias de gestión de los 

decretos de estas áreas (Montejeau, A. 2007; Haller y Galvin, 2008; Durand y 

Jiménez 2010 y Vásquez, S. M.A. 2017). 
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Como ejercicio de gobernanza ambiental, la gestión del decreto de la 

RBZI representa un ejemplo interesante de la conjunción de propuestas y 

opiniones por parte de los involucrados, para aterrizar una política pública 

diseñada de origen por el gobierno estatal y federal (SACEM) (Velázquez, 

A., et al. 2005), y posteriormente, en un segundo momento del planteamiento 

inicial, pero aún en la etapa de diseño, se incorporó la participación de los 

actores locales. La estrategia desarrollada para abordar la solución de la 

problemática ambiental, a través de la gestión de un área natural protegida 

(al menos de manera parcial), evitaría los conflictos sociales resultantes, 

originados por la emisión del decreto y la posterior implementación y gestión 

a lo largo del tiempo (Maldonado, O. 2018). 

Es importante resaltar que cuando la autoridad gestora del decreto y 

encargada de la implementación de la política pública de un área natural 

protegida visualiza que para alcanzar los objetivos de conservación 

planteados en un espacio de ese tipo, es necesaria la participación de los 

diversos sectores de la sociedad para obtener resultados positivos. Brennen 

y de la Vega (2014), en la Reserva de la Biósfera El Vizcaíno (REBIVI), ubicada 

en el estado de Baja California Sur, estos concluyen que el concepto de 

Reserva de la Biósfera, puede ser bajo ciertas circunstancias, un régimen de 

gobernanza ambiental viable y relativamente incluyente. En el caso de la 

REBIVI, resultó favorable que las autoridades mostraran cierta 

disponibilidad al incluir desde el inicio, a una amplia gama de actores en el 

proceso de gestión. 
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Por consiguiente, se puede considerar un éxito, probablemente aislado 

en la política de conservación mexicana, que ejercicios como el decreto de 

algunas Reservas de la Biósfera, sean el punto de partida para un modelo de 

gobernanza ambiental que permita, según las condiciones locales y 

regionales, combinar los objetivos de desarrollo económico y la conservación 

ambiental. 

Es importante resaltar que en este trabajo se describe básicamente la 

etapa de diseño de la RBZI. Desafortunadamente, la implementación de la 

política dio inicio en el año 2008 y las condiciones originales de gobernanza 

ambiental no permanecieron en las siguientes etapas y, de manera particular, 

los recursos disponibles para poder solventar el manejo de la reserva fueron 

disminuyendo año con año, por lo que se ha complicado el manejo de esta 

(com. pers. Dr. Hugo Zepeda Castro, director de la Reserva de la Biósfera 

Zicuirán-Infiernillo). A diez años del decreto, actualizar el Programa de 

Manejo evidenciará el éxito o fracaso del esquema de conservación planteado 

y la manera en la cual se ha implementado. 
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IV. Recapitulación y 

conclusiones generales 
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La crisis ambiental que actualmente se observa en el mundo es producto de 

las desmesuradas formas de aprovechamiento de los recursos naturales que 

realiza el hombre para cubrir sus necesidades. Procesos como la 

desertificación, la desforestación, la fragmentación de los hábitats silvestres 

y su eventual incidencia en el cambio climático global, son desencadenados 

y acelerados por el uso inadecuado de los recursos, cuya finalidad es 

maximizar el beneficio económico, en ocasiones con consecuencias 

ambientales irreversibles (Velázquez y Bocco, 2003). En el fondo subyace una 

total incompatibilidad entre el paradigma dominante del crecimiento social 

y económico, con la realidad biofísica, lo cual es la hipótesis principal de este 

trabajo. 

Para algunos países, especialmente aquellos ubicados en el sur, cuya 

actividad económica está basada en la extracción de sus recursos naturales, 

es evidente que, para incorporarse y ser competitivos en el modelo 

globalizador, buscan basar su desarrollo en el aprovechamiento de su capital 

natural (FAO). En contraparte, los países industrializados emplean el capital 

generado por la tecnología, desarrollado como alternativa al agotamiento de 

sus recursos naturales. De acuerdo con Figueroa (2013) el proceso económico 

de crecimiento y distribución se realiza en la actualidad bajo condiciones de 

fragilidad ambiental, especialmente en aquellos países dependientes del 

recurso ambiental. 

De manera específica, los países de América Latina han intentado 

lograr un anhelado desarrollo social, bajo un esquema de crecimiento 

económico que se da en el contexto de una estructura mundial ya establecida. 
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Esta inserción mundial está enmarcada en diferentes ritmos y fuerzas de 

procesos políticos y sociales y, especialmente por procesos económicos, 

muchos de ellos controlados desde afuera. Es indiscutible que los procesos 

de globalización han marcado a los países latinoamericanos en todas y cada 

una de las facetas de su desarrollo (Gligo, 2006). 

México no escapa ante las inercias del modelo actual de desarrollo; se 

ha incorporado en la globalización con la implementación de políticas 

públicas tendientes a superar los rezagos socioeconómicos que enfrenta. La 

apuesta de un país con una economía emergente como México es ingresar y 

competir en los mercados internacionales, a través del aprovechamiento y 

transformación de sus recursos naturales. Lo anterior, aprovechando el 

enorme capital natural que posee el territorio mexicano, que lo ubica como 

un país megadiverso por la cantidad de especies de flora y fauna registradas 

a la fecha. Ubicado en el cuarto lugar de 17 países que poseen el 70% de las 

especies conocidas para el mundo (CONABIO, 2008).  

A partir del enorme capital natural que ubica a México en una posición 

privilegiada en el grupo de los países que concentran la mayor diversidad 

biológica del mundo y del capital humano, se asumiría que el desarrollo 

socioeconómico en el país es un tema sobresaliente que en cierta lógica 

hubiera permitido superar los rezagos en el tema económico y avanzar en 

temas sociales, como educación y salud, entre otros de los indicadores de 

desarrollo humano. 

La transformación de los ecosistemas ha propiciado importantes 

cambios en la dinámica de los ciclos naturales del planeta, mismos que 
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fueron intensificados a partir de la Revolución Industrial desarrollada en el 

mundo como un profundo proceso de transformación económico, social y 

tecnológico que dio inicio en la segunda mitad del siglo XVIII. 

Para el año 2007, en México se conservaba el 73% de la superficie 

original de bosques, 58% de las selvas, 90% de los matorrales y el 61% de los 

pastizales, lo que representa una pérdida neta de poco más de 23 millones de 

hectáreas de selvas, casi 13 millones de bosques, 5.5 millones de matorrales 

y cerca de 6.4 millones de pastizales. En las últimas décadas se registran 

pérdidas mayores a las 100 mil ha anuales, particularmente en el caso de 

selvas y matorrales (SEMARNAT, 2012). 

Con relación a la deforestación, en los últimos veinte años se han 

generado cifras de deforestación que van desde las 155 mil hasta 776 mil 

hectáreas al año. De la década de los 70 al 2007, la tasa anual de deterioro 

(considerando la deforestación más la degradación) de los bosques y selvas 

del país fue de cerca de 711 mil hectáreas por año, es decir, poco más de tres 

veces la tasa de deforestación sensu stricto para ese mismo periodo (213 mil 

ha por año) (SEMARNAT, 2012). 

Ante el panorama descrito en secciones anteriores, se puede concluir 

que el modelo económico seguido hasta ahora en México no parece estar 

dando los resultados esperados, ello de acuerdo con los datos de la condición 

socioeconómica en el país y a la paulatina y constante pérdida del capital 

natural. Si equilibrar las desigualdades y lograr el desarrollo socioeconómico 

de la población es uno de los objetivos de la globalización, los datos dan 

evidencia de que en México no ha funcionado. Sin embargo, se suma a la 
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posible ineficacia del modelo, las estrategias establecidas de manera interna 

por el gobierno mexicano a través de sus políticas de desarrollo. 

Lo anterior es producto de la falta de políticas públicas en materia 

ambiental y acordes al patrimonio ambiental que el país posee. Esta situación 

no solo pone en riesgo a corto y mediano plazos, la calidad de vida de 

grandes grupos sociales, así como muchos de los procesos productivos 

(Merino y Velázquez, 2018), debido al mal diseño de las políticas públicas se 

pone en riesgo los propios ecosistemas. 

Bajo el panorama antes descrito, se realizó el planteamiento de esta 

tesis, en la búsqueda de los factores que propician las deficiencias y falta de 

efectividad en el diseño de las políticas públicas de corte ambiental, así como 

aquellos elementos que han contribuido de manera importante a la 

definición de estas políticas y que han evidenciado logros importantes.  

Para lo anterior, en una primera fase se identificó una serie de 

conceptos fundamentales para este análisis, como vulnerabilidad, resiliencia 

y territorio, entre otros. Finalmente, y de acuerdo con lo planteado, se 

determinó que el análisis se desarrollaría partiendo como eje central de este 

trabajo con la caracterización del territorio y la gobernabilidad ambiental 

para abordar el diseño de las políticas públicas. Resulta interesante destacar 

que aun cuando no se identificó en la literatura que la vulnerabilidad no ha 

sido analizada a la luz del territorio, no se logró identificar un indicador de 

vulnerabilidad ambiental y/o social para abordar la problemática de las 

políticas públicas desde esa aproximación. 
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 Contribución Teórico-Práctica 

De la política pública 

 

De acuerdo con lo ya analizado en los capítulos que integran esta disertación, 

las políticas públicas (pp) se han concebido en este trabajo como las 

decisiones planteadas por el gobierno a partir del diálogo con la sociedad 

para mejorar o solucionar un problema del sector público en general. Ya 

identificados y tipificados los problemas, se definen soluciones o alternativas 

para la eliminación o disminución de los efectos de las condiciones que 

generan estos problemas, y la intervención se realiza mediante la ejecución 

de programas y acciones. 

Nateras (2006:259), se refiere al diseño público racional y consensuado 

de una acción (o inacción) colectiva, en la que participan un conjunto de 

actores responsables de vigilar su desarrollo y desempeño; y en tanto acción 

colectiva, cuenta con la participación de los beneficiarios, como un elemento 

sustantivo, para la atención de un asunto de interés de una comunidad 

plenamente identificable, lo que le da carácter de pública.  Sin embargo, una 

política pública no siempre tiene resultados favorables en la resolución del 

problema que planteaba remediar o aminorar; el resultado depende de qué 

tan activa o pasiva sea la pp (Nateras, 2006); y en qué tanto no existe otra pp 

que sea antagónica a la primera que compite en tiempo y espacio. 

Los elementos antes caracterizados ponen de manifiesto que las pp 

suponen un proceso complejo que inicia al identificar una cuestión social o 

políticamente relevante; continúa con una toma de posición por parte del 
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gobierno ante dicha cuestión y que requiere un conjunto de acciones del 

Estado dirigidas a mantener, transformar o modificar la realidad o el 

contexto en el que los actores intervienen o los propios comportamientos de 

los actores afectados por la política (Jaime, et al. 2013: 59). Esto ejecutado en 

el marco del ciclo de una política pública y presuponiendo que cada una de 

las fases corresponde a un momento importante. 

A partir de la importancia de las fases del ciclo de las políticas públicas, 

se considera que no existe suficiente información sobre los elementos que 

apoyan la integración de la agenda. Estas dos fases son cruciales para 

aumentar las probabilidades de eficiencia. Cabrero (2000) indica que es el 

momento en donde el sentido endógeno del ciclo de las políticas públicas 

llega a su mayor expresión. Esto es, las decisiones y acciones emanan 

directamente de las organizaciones y no existe un proceso de participación 

de expertos o de la sociedad, lo cual sucedería en un proceso de construcción 

de las políticas públicas con una metodología establecida.  

Otros autores establecen la necesidad de propiciar la participación de 

los diferentes sectores de la sociedad en la construcción de las políticas 

públicas, algunos otros autores como como Dye (1972) y Anderson (1990), 

caracterizan a las políticas públicas como intervenciones del gobierno y no 

establecen a la participación ciudadana como elemento imprescindible o 

fundamental. 
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Políticas forestales 

 

De los capítulos desarrollados en este trabajo se pueden destacar algunos 

elementos que pueden contribuir de manera importante en el proceso de las 

políticas públicas, de manera muy concreta en la fase de diseño. 

El abordaje de la problemática de la falta de resultados evidentes en 

políticas públicas en México en materia de medio ambiente se analizó en el 

segundo capítulo a través del análisis de la política forestal y su incidencia 

sobre la conservación de los recursos forestales, por un lado, y por otro, en el 

mejoramiento de la calidad de vida de los ciudadanos vía el 

aprovechamiento del bosque. Partiendo de la lógica de que, si hay 

aprovechamiento del bosque, la calidad de vida de los usuarios del del 

recurso tendría que mejorar.  

En este sentido los resultados muestran que en el diseño de políticas 

públicas en materia forestal es necesario incorporar información cuantitativa 

(como el Índice de Condición Forestal (ICA)) que proporcione elementos y 

oriente los perfiles que deben tener las políticas para su adecuado 

funcionamiento de acuerdo con las condiciones ambientales y sociales de las 

regiones donde serán implementadas. La vulnerabilidad del territorio, 

usando como indicador el cambio de cobertura y la variación en los grados 

de marginación social, ante la implementación de políticas públicas y 

programas derivados de las mismas, puede evidenciarse de cierta manera 

con los resultados obtenidos en el ICA. 

Si las políticas públicas, de acuerdo con su propia definición, son 

diseñadas e implementadas para atender y dar solución a problemas 
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públicos (Aguilar 2019) (Cejudo y Michel, 2016), en las primeras etapas del 

ciclo de políticas públicas (construcción de agenda y diseño) resulta 

necesario la inclusión de variables teóricas preexistentes que ayuden a 

describir una realidad más puntual. Estas variables apoyarán el diseño de 

políticas que den cumplimiento a objetivos más generales tal como lo 

sugieren Cejudo y Michel (2014). El ICA permite visualizar las características 

de marginación de los habitantes dentro de una unidad geopolítica, en este 

caso el municipio y las características generales del capital natural de esa 

unidad. Ambos elementos son insumos importantes para la construcción de 

programas y acciones a aplicar en determinadas zonas. 

Para el caso de los recursos forestales en necesario diseñar políticas 

específicas de acuerdo con las características de los ecosistemas y 

comunidades vegetales y con sus propios ciclos de vida, y no presuponer que 

el comportamiento de todas las especies es igual y que los procesos 

ecológicos son los mismos y que las necesidades de cualquier tipo de 

intervención se pueden abordar a través de una convocatoria de apoyos 

emitida para todo el país, como en general se hace hoy en día en México. Si 

bien existen programas especiales, estos realmente surgen para dar solución 

a problemáticas sociales muy evidentes y no necesariamente para solucionar 

problemáticas ambientales. 

Vázquez (2015) realizó un análisis de doce años de la política forestal 

en México y sus grandes conclusiones coinciden en mucho con lo comentado 

en este trabajo, al señalar: 1) falta precisión en el diagnóstico; 2) 

incongruencia entre objetivos y asignación presupuestal, ya que se privilegia 

a la reforestación y a las plantaciones comerciales por encima del manejo 
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forestal comunitario; 3) imposibilidad de lograr los cambios propuestos, lo 

cual se evidencia en el hecho de que el bienestar social no aumentó, como 

tampoco lo hizo la contribución del sector forestal al Producto Interno Bruto. 

De manera específica cuando se habla del diagnóstico, se puede 

interpretar que los recursos para los diversos conceptos en los que se apoya 

a ejidos, comunidades o particulares para la ejecución de los programas, no 

se considera la heterogeneidad ambiental de cada zona y la diversidad 

ambiental y ecológica que existe en México.  Esto refiere a que la 

problemática sin diagnósticos adecuados por parte del gobierno no es 

aterrizada con políticas públicas en la escala necesaria. En este mismo 

sentido, Merino y Velázquez (2018), afirman que las condiciones (físicas, 

ecológicas, culturales y geográficas) del territorio mexicano dificulta que una 

política única pueda ser igualmente efectiva y adecuada para el conjunto del 

país. 

Aguilar (2019) argumenta que hay muchos asuntos o problemas de 

importancia que son esencialmente locales, por cuanto sus causas y efectos 

se ubican al interior de la demarcación territorial de la sociedad y su gobierno 

y, en consecuencia, son en principio gobernables con los recursos e 

instrumentos que el propio gobierno y la sociedad territorial tienen a su 

disposición.  

Con respecto a la última consideración planteada por Vázquez (2015) 

con relación a que no hubo aumento del bienestar social a partir de la 

implementación de los programas derivados de la política pública forestal, 

es coincidente a lo detectado en la implementación del ICA, en el cual se 

observó que el aumento de pérdida de bosque no garantiza el mejoramiento 
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de las condiciones de vida de los dueños o usuarios del bosque. Esto es, las 

políticas públicas en materia forestal en México no están diseñadas para 

cubrir las necesidades de reforestación y restauración de los ecosistemas y a 

la vez resolver las carencias económicas de la población usuaria directa de 

los bosques, lo cual es un discurso de los gobiernos. Aunado a lo anterior, se 

suma a la problemática la falta de coordinación efectiva entre las políticas 

forestales y de conservación (Merino-Pérez y Segura-Warnholtz, 2002). 

En México existe información sobre las características sociambientales 

de las diversas regiones que integran el país que, si bien no es suficiente, 

podría servir como información de línea base para que el gobierno la emplee 

como insumo y pueda acercarse a los diversos sectores de la sociedad para 

procurar un adecuado diseño de las políticas públicas que incidan en la 

solución de los crecientes problemas en materia ambiental.   

Resulta indispensable que, dado que los bosques, selvas y vegetación 

forestal de otros tipos abarcan más del 60% del territorio del país y 

representan el sustento de miles de familias, además de ser los depositarios 

de una altísima diversidad biológica y prestar servicios ambientales 

fundamentales (captura, provisión y calidad del agua, protección de suelos, 

hábitat para la biodiversidad) (Vázquez, G. 2015), el gobierno replantee sus 

estrategias para el diseño de las políticas públicas relacionadas con el tema. 

Es urgente trabajar en el planteamiento de nuevos modos de abordar la 

problemática de los bosques, echando mano de los aprendizajes de lo ya 

hecho por muchas comunidades y ejidos en México y que ha funcionado. Lo 

anterior para revertir el deterioro de los aproximadamente 3 millones de 
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hectáreas que presentan altos índices de perturbación y fragmentación 

(Sánchez y Pérez, 2012). 

 

Políticas de conservación 

 

En el tercer capítulo de este trabajo se analizó la gobernanza ambiental como 

base para el establecimiento de áreas naturales protegidas, como estrategia 

de política ambiental en materia de conservación. Se uso el caso de la Reserva 

de la Biosfera Zicuirán-Infiernillo (RBZI), Michoacán, como ejemplo de este 

tema. 

El ejercicio de diseño de la política para el establecimiento de la RBZI 

contrasta con lo descrito sobre las políticas públicas de carácter forestal en el 

capítulo segundo de este trabajo, ya que se trata de un ejercicio de planeación 

que desde su planteamiento inicial, siguió lo establecido dentro del ciclo de 

la política pública en su fase de diseño (Jones, 1970). 

La propuesta de la RBZI emana de un proceso diseñado para la 

identificación de áreas para la conservación en el Estado de Michoacán 

(Velázquez et al., 2005) con características que hacen que el proceso sea de 

destacar. Se trata de un proceso diseñado e implementado entre el gobierno 

y la academia con el objetivo de que las áreas que se definirán para la 

conservación en Michoacán no solo contaran con las características 

socioambientales para ser determinadas como tales, sino que también fueran 

determinadas con criterios de gobernanza ambiental, es decir: que se incluya 

al sector social en todo momento dentro del proceso. Esto coincide 

totalmente con lo determinado por Stein y Tomassi (2006) para las políticas 
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públicas, quienes establecen como elemento principal para el adecuado 

diseño, el diálogo entre gobierno y sociedad. 

Debido a los tipos de vegetación presentes en la RBZI y a la condición 

de riesgo que hoy presentan en México, así como por los resultados del 

Estudio Previo Justificativo elaborado para la gestión de un posible decreto 

de área natural (CONANP, 2012), se determinó que la categoría del área 

natural sería reserva de la biosfera. Este tipo de áreas corresponden a un 

concepto creado, discutido y modificado por científicos con el propósito de 

que contemple los requerimientos de la conservación de la biodiversidad, 

pero también las realidades económicas y sociales. Esta alternativa se crea y 

se desarrolla en el Programa Hombre y Biosfera (MAB) de la UNESCO. Para 

que los supuestos de incluir la realidad social y económica del territorio, las 

reservas no podrían ser espacios vacíos de población humana. Sin 

poblaciones locales no era posible la búsqueda de las nuevas alternativas con 

sentido biológico, pero también social (Halffter, G. 2011).  

De manera paralela a la construcción del Estudio Previo Justificativo, 

se inició la consulta pública con los diferentes sectores que integran la zona. 

Este trabajo se desarrolló como producto de un acuerdo establecido entre los 

tres ámbitos de gobierno que trabajaron de manera coordinada para la 

gestión del posible decreto. Un elemento importante que se tuvo en 

consideración fue el conocer las opiniones y posturas de los habitantes y 

usuarios de los recursos naturales que serían los sujetos de conservación. Se 

tenía la claridad de que el modelo que se pretendía implementar debería ser 

bajo un esquema de gobernanza ambiental, para lo cual era necesario 

considerar la dimensión institucional (tradiciones, valoraciones éticas, leyes, 
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reglamentos, etcétera) y también la dimensión cognoscitiva (datos, 

investigaciones científicas, modelos causales, tecnologías probadas, etcétera) 

(Aguilar, L. F. 2019). 

Maldonado y colaboradores (2020), realizaron una revisión de 

literatura científica en torno a la problemática de las áreas naturales 

protegidas y uno de los hallazgos fue que los problemas prioritarios son (i) 

la limitada participación de las comunidades locales en la toma de 

decisiones, (ii) las escasas oportunidades de acceso a alternativas económicas 

y (iii) los factores políticos. Esta problemática podría si no eliminarse de 

manera definitiva, si disminuir de forma sustantiva con la incorporación de 

los fundamentos de la gobernanza ambiental. 

Las evaluaciones y análisis de los problemas derivados de un decreto 

de área natural protegida sin importar su categoría, en general se centran en 

las situaciones que se presentan post establecimiento del decreto (Castaño, 

V. 2005; Brenner, L. et al. 2014., Gómez, M.A. 2017; Moreno-Barajas, R. et al. 

2019). No obstante lo anterior, la problemática inicia desde la gestión de las 

primeras etapas del ciclo de la política pública, ya que desde el momento de 

elaborar el diagnóstico de la problemática, la construcción de la agenda y 

posteriormente el diseño de la política no se considera a los habitantes de los 

territorios. Esto desencadena que, por la falta de acercamiento y búsqueda 

de consensos con la sociedad, una política pública que pretende resolver 

problemas de carácter ambiental origine problemas sociales que no existían 

y que trascienden en la fase de implementación. 
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Puntualmente, la conservación de la biodiversidad en las áreas 

protegidas depende en gran medida de los intereses de los actores clave 

involucrados en su planificación y gestión, por lo que el verdadero desafío 

es incluir las perspectivas de estos diversos actores, importantes para la 

conservación local, a través de su participación (Bonilla-Moheno y García-

Frapolli, 2012). 

Una parte fundamental es que las instancias de gobierno responsables 

de plantear soluciones a un problema tengan claro que es importante 

considerar todas las fases y etapas que implican la construcción de una 

política pública y que los aprendizajes que hoy se tienen con respecto a las 

áreas naturales protegidas y, en general, a los esquemas que impliquen la 

propiedad de terceros, obligan a la incorporación de conceptos que no 

necesariamente son nuevos, pero que han mostrado ser útiles. 

Aguilar (2019) argumenta que los temas ambientales, evidencian la 

necesidad de la indispensable acción gubernamental, aun si fuera ejecutada 

en el formato agregado multi-intergubernamental, es insuficiente para la 

tarea directiva ambiental, a menos que actores extragubernamentales, como 

los actores económicos, los de la sociedad civil o los centros de ciencia y 

tecnología, participen en la gobernación y gestión del asunto público en 

cuestión, en el diagnóstico de sus causas, en el pronóstico de su evolución, 

en la definición de las acciones que son eficaces para controlar, aminorar o 

revertir. Si bien la acción del gobierno es fundamental, Rosete (2019) 

argumenta que es necesario que las autoridades responsables retomen los 

postulados básicos de la gobernanza, tales como la participación de la 



97 

 

sociedad en el proceso de la política pública y la utilización del mejor 

conocimiento disponible. 

Aportar evidencia y sistematizar los resultados del proceso de gestión 

del decreto de la RBZI resulta de suma importancia dada la problemática 

documentada históricamente en las áreas naturales protegidas y es más 

importante aún mostrarla en el marco del cumplimiento de objetivos en la 

gobernanza ambiental lograda en el área que, debido a la superficie incluida 

en el decreto, se trata de cuatro municipios con altos grados de marginación 

y con gran riqueza de recursos biológicos que requieren ser manejados con 

la mejor estrategia.  

 

Del proceso de diseño de las políticas públicas 

 

De manera general, se han analizado dos aspectos relacionados con las 

políticas públicas en materia de medio ambiente: 

1. El uso del enfoque geográfico como elemento clave para el diseño 

de políticas públicas. 

2. La gobernanza ambiental como fundamento para la declaratoria 

de un área natural protegida. 

Los ejercicios implementados en esta tesis se realizaron con el propósito de 

aportar elementos sólidos para el diseño de las políticas públicas en materia 

de medio ambiente que, si bien los resultados evidencian su utilidad en este 

tema, de igual manera podrían ser empleados en el diseño de cualquier 

política pública. Se demuestra en este trabajo que la participación de los 

sectores gubernamentales como detonantes de los procesos de gestión 
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pública resultan indispensables, pero es necesaria también la participación 

de otros sectores de la sociedad, incluidos el sector académico, así como los 

dueños, posesionarios, usuarios y habitantes de los territorios. La 

información y las aportaciones de cada uno de los sectores representan un 

gran capital para el adecuado diseño de las políticas públicas que darán a los 

problemas ambientales del país. 

La Organización de las Naciones Unidas (ONU) en la Cumbre para el 

Desarrollo Sustentable, haciendo uso de planes prospectivos para su Agenda 

2030, incluyó un conjunto de diecisiete (17) objetivos de desarrollo sostenible 

para poner fin a la pobreza, luchar contra la desigualdad y la injusticia, y 

hacer frente al cambio climático, entre otros 

(https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/sustainable-

development-goals/).  Cada uno de los países comprometidos al 

cumplimiento de estos objetivos ha planteado las estrategias para su 

cumplimiento. México no es la excepción; no obstante, en las últimas 

administraciones, el gobierno federal no ha planteado políticas públicas que 

respondan a los retos actuales que se deben afrontar ante la crisis ambiental 

actual. En el mejor de los casos ha dado continuidad a las políticas públicas 

diseñadas e implementadas en los años noventa, las cuales evidenciaron un 

avance en la materia en nuestro país y lo posicionaron en el tema a nivel 

mundial. En general, la drástica disminución de los presupuestos asignados 

para el tema medio ambiente en México ha logrado desmantelar las 

dependencias del ramo, por lo que incluso el cumplimiento de las acciones 

básicas en el tema son, en muchos casos, imposible de cumplir. 
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En suma, en este trabajo se han analizado diversas experiencias 

nacionales y locales sobre el diseño e implementación de políticas públicas 

para el manejo de recursos forestales y para el establecimiento de áreas 

naturales protegidas, bajo el esquema actual de gestión, con el propósito de 

contribuir/aportar elementos que permitan incrementar/fortalecer la 

pertinencia y efectividad de estas políticas en el contexto de la tradición y 

arquetipo institucional mexicanos, demostrando/aportando que resulta 

fundamental que los gestores de los diferentes niveles de gobierno, 

reconozcan la importancia de conocer e implementar el ciclo de las políticas 

públicas para garantizar la idoneidad de las mismas sobre la obtención de la 

eficiencia y eficacia de las mismas. Para lo anterior es necesario reconocer los 

análisis realizados desde la visión académica en donde se demuestra la 

importancia de cambiar la manera en la cual los gobiernos han operado 

durante varias décadas, desconociendo la teoría de la gestión pública en 

México. 
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